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BOLETIN Nº 1464-13

INFORME DE LA COMISION DE TRABAJO Y PREVISION SOCIAL, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitu-cional, que amplía las facultades de la Dirección del Trabajo.

_______________________________

Honorable Senado:





Vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, e iniciado en un Mensaje de S.E. el Presidente de la República.





Os connotamos que el proyecto de ley que vuestra Comisión recomienda aprobar sólo contiene disposiciones de ley común. Lo anterior, por cuanto los números 2 y 3 del artículo 1º del proyecto aprobado por la H. Cámara de Diputados, que son normas orgánicas constitucionales por recaer en materias relativas a la organización y atribuciones de los Tribunales de Justicia, esta Comisión os propone suprimirlos. Las citadas disposiciones fueron puestas en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema, durante el primer trámite constitucional de esta iniciativa de ley, y ese Tribunal emitió opinión favorable respecto a ellas, según consta en su oficio Nº 322 de 11 de mayo de 1995.





Por otra parte, vuestra Comisión deja constancia de que en conformidad al acuerdo adoptado por la Sala del Senado, en sesión de 13 de junio de 1995, el artículo transitorio del proyecto, que tiene su origen en una indicación del Ejecutivo presentada ante esta Comisión, debe ser conocido por la Comisión de Hacienda, por recaer en una materia de su competencia.





A algunas de las sesiones en que la Comisión estudió este proyecto asistieron, además de sus miembros, la Honorable Senadora señora María Elena Carrera Villavicencio, el Ministro del Trabajo y Previsión Social, señor Jorge Arrate Mc-Niven, y el Subdirector del Trabajo, señor Sergio Mejías. Además se contó con la colaboración permanente de la Directora del Trabajo, señora María Ester Feres.





Asistieron invitados también a exponer sus puntos de vista sobre esta iniciativa:





- La Central Unitaria de Trabajadores, representada por sus asesores legales, señores Luis Parra y Felipe Urrutia.





- La Confederación de la Producción y el Comercio, representada por el Presidente de su Comisión Laboral y Presidente de la Sociedad Nacional de Minería, señor Walter Riesco.





- La Sociedad de Fomento Fabril, representada por su Presidente, señor Pedro Lizana, el Presidente de la Comisión Laboral, señor Enzo Vallarino, el Gerente de Estudios, señor René Ayala y el asesor laboral, señor Huberto Berg.





- La Asociación de Industrias Metalúrgicas y Metalmecánicas A.G., representada por su Presidente, señor Juan Riveros, los asesores legales, señores Luis Navarro y Juan José Romero, y la asesora de asuntos públicos, señora Paulina Infante.





- La Cámara Chilena de Transporte Interregional de Pasajeros A.G., representada por su Presidente, señor Luis Pedro Farías, el Secretario General, señor Pedro Casanova, y el asesor jurídico, señor Pedro O'Ryan.





- La Sociedad Nacional de Agricultura, representada por su abogado don Ernesto de Val.





- La Asociación de Funcionarios de la Dirección del Trabajo, representada por su Vicepresidente, señor Leonardo Bravo.





Los invitados acompañaron sus exposiciones con diversos estudios y minutas, que fueron debidamente considerados por los integrantes de la Comisión.





Se recibió, además, el aporte de la Confederación Nacional de Trabajadores Forestales, presidida por don Carlos Alberto López, la que hizo llegar un documento sobre la materia.

ANTECEDENTES




Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes antecedentes:





I. ANTECEDENTES LEGALES





A.- El Código del Trabajo.





1.- El artículo 184 que inicia el articulado del Título I sobre Normas Generales del Libro II, relativo a la Protección de los Trabajadores.





Esta disposición obliga al empleador a tomar las medidas pertinentes para proteger la vida y salud de los trabajadores, manteniendo adecuadas condiciones de higiene y seguridad en las faenas, y los implementos necesarios para prevenir accidentes y enfermedades profesionales, y si ocurriere un accidente contar con los elementos que permitan al trabajador acceder a una oportuna y adecuada atención médica, hospitalaria y farmacéutica.





2.- El artículo 292 relativo a las sanciones por prácticas antisindicales o desleales, las que están consideradas en los artículos 189 a 191 de esta misma legislación.





Sus incisos primero y segundo establecen que dichas prácticas serán sancionadas con multas de una unidad tributaria mensual a diez unidades tributarias anuales; que la determinación de la cuantía de estas multas se hará de acuerdo a la gravedad de la infracción y considerando si se trata o no de una reiteración, y que las multas irán en beneficio del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo.





El inciso tercero entrega el conocimiento y resolución de las infracciones por prácticas desleales o antisindicales a los Juzgados de Letras del Trabajo, los que conocerán de las reclamaciones en única instancia, sin forma de juicio, y con los antecedentes que recaben de oficio o que entreguen las partes.





Su inciso cuarto faculta al Juez para abrir un período de prueba de diez días, la que apreciará en conciencia.





El inciso quinto obliga al tribunal a disponer que se subsanen los actos que constituyen prácticas desleales, salvo los que importen la terminación del contrato de trabajo, en cuyo caso, sin perjuicio de aplicarse las normas que regulan la materia, deberá imponer una multa no inferior a una unidad tributaria anual.





3.- El artículo 294, inciso primero, faculta a cualquier interesado para denunciar conductas antisindicales o desleales, establece que efectuada la denuncia el tribunal actuará de oficio hasta agotar la investigación y dictar sentencia, y determina que la Inspección del Trabajo y cualquiera organización sindical interesada podrán ser partes en las reclamaciones correspondientes.





Su inciso segundo obliga a la Dirección del Trabajo a llevar un registro de las sentencias condenatorias por prácticas sindicales o desleales, publicando semestralmente la nómina de entidades infractoras reincidentes. A tal efecto, el tribunal enviará a la Dirección del Trabajo copia de los fallos respectivos.





4.- El artículo 374, inciso primero, inserto en las normas sobre el procedimiento de negociación colectiva, dispone que acordada la huelga, ésta deberá hacerse efectiva al inicio del tercer día siguiente a la fecha de su aprobación, plazo que podrá prorrogarse, por acuerdo de las partes, por otros diez días.





5.- El artículo 389 que sanciona las infracciones por prácticas desleales en la negociación colectiva, consultadas en los artículos 387 y 388 del mismo texto legal.





Su inciso primero establece que estas infracciones se sancionarán con multas de una unidad tributaria mensual a diez unidades tributarias anuales, cuantía que se determinará según la gravedad de la infracción y considerando si se trata o no de una reiteración.  Según el inciso segundo estas multas serán en beneficio del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo.





Su inciso tercero entrega el conocimiento y resolución de las señaladas infracciones a los Juzgados de Letras del Trabajo, con sujeción a las normas del artículo 292 -ya descrito precedentemente-, quedando facultadas las partes interesadas para formular la respectiva denuncia directamente ante el Tribunal.





El inciso cuarto prescribe que el juzgado respectivo ordenará el cese de la conducta o medida constitutiva de práctica desleal, pudiendo reiterar las multas hasta el cese de la misma.





6.- El artículo 474 relativo a la aplicación de multas administrativas por infracciones a la legislación laboral y de seguridad social, como a sus reglamentos.





Su inciso tercero, en lo atinente a la notificación de la resolución que aplique una multa administrativa, establece que la resolución se notificará por un funcionario de la Dirección del Trabajo o de Carabineros de Chile.





7.- El artículo 476 que dispone que la fiscalización del cumplimiento de la legislación laboral y su interpretación corresponde a la Dirección del Trabajo, sin perjuicio de las facultades conferidas a otros servicios administrativos en virtud de las leyes que los rigen.





8.- El artículo 477, inciso primero, establece que las infracciones al Código del Trabajo y a sus leyes complementarias, que no tengan señalada una sanción especial, serán penadas con multa a beneficio fiscal, de una a diez unidades tributarias mensuales.  Estas multas se incrementan hasta en 0,15 unidad tributaria mensual por cada trabajador afectado por la infracción, en aquellas empresas con más de diez trabajadores afectados por dicha infracción.





Su inciso segundo dispone la duplicación de las señaladas multas en caso de reincidencia dentro de un período no superior a un año.  Además, determina que constituirá reincidencia "el hecho de persistir, una vez evacuados todos los recursos administrativos y judiciales, o vencidos los términos para interponerlos, en el incumplimiento que dio origen a la anterior sanción, dentro del período antes señalado.".





B.- El decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1967, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que dispuso la reestructuración y fijó las funciones de la Dirección del Trabajo.





1.- Su artículo 1º estableció las funciones que le corresponderán a la Dirección del Trabajo, sin perjuicio de las funciones que leyes generales o especiales le encomienden.





Cabe mencionar las siguientes:





- Fiscalizar la aplicación de la legislación laboral.





- Fijar de oficio o a petición de parte, por medio de dictámenes, el sentido y alcance de las leyes del trabajo.





- Realizar toda acción tendiente a prevenir y resolver los conflictos del trabajo.





2.- El Título IV, constituido por los artículos 23 a 39, sobre el ejercicio de las funciones y de las atribuciones de los Inspectores del Trabajo.





3.- El artículo 43, inciso primero, establece que los comerciantes, industriales y las instituciones que ocupen trabajadores, al solicitar o renovar sus patentes, deberán acreditar, por medio de certificados de las respectivas instituciones de previsión y de los servicios del trabajo, que están al día en el pago de imposiciones de su personal y que no tienen pendiente el pago de multas administrativas, aplicadas por incumplimiento de las leyes o reglamentos laborales o previsionales.





Su inciso segundo agrega que los contratistas de obras públicas, fiscales o municipales y de las personas jurídicas creadas por ley en que el Estado tenga aportes de capital, deberán acreditar, para que se cursen los estados de pagos y para la devolución de las garantías que hubieren otorgado, que no tienen reclamos pendientes por remuneraciones  de su personal, mediante certificados expedidos por la Inspección del Trabajo en que estén ubicadas las faenas correspondientes, y de imposiciones previsionales mediante certificado otorgado por la institución previsional respectiva.





El inciso tercero expresa que igual regulación regirá en el caso de establecimientos educacionales subvencionados por el Estado.





C.- La ley Nº 16.744, sobre seguro social contra riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales.





1.- El artículo 65 que otorga competencia general al Servicio Nacional de Salud (hoy Sistema Nacional de Servicios de Salud) en materia de supervigilancia y fiscalización de la prevención, higiene y seguridad de todos los sitios de trabajo, cualesquiera que sean las actividades que en ellos se realicen, correspondiéndole también, entre otras materias, la fiscalización de la calidad de las actividades de prevención que realicen los demás organismos administradores.





2.- Su artículo 66 que contempla el funcionamiento de Comités Paritarios de Higiene y Seguridad en toda industria o faena en que laboren más de veinticinco personas, y establece las funciones de estos organismos.





3.- El artículo 68 que obliga a las empresas y entidades a implantar todas las medidas de higiene y seguridad en el trabajo que prescriban directamente los Servicios de Salud, o, cuando corresponda, el organismo administrador a que estén afectas.





4.- Su artículo 80 que faculta a los organismos administradores del sistema de seguro social de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, para aplicar multas por infracciones a cualquiera de las disposiciones de la ley Nº 16.744.





D.- La ley Nº 18.834, Estatuto Administrativo.





Su artículo 55 relativo a las obligaciones funcionarias, establece en su letra k) que será obligación de cada funcionario público, denunciar a la justicia con la debida prontitud los crímenes o simples delitos y a la autoridad competente los hechos de carácter irregular de que tome conocimiento en el ejercicio de su cargo.





E.- El decreto ley Nº 3525, de 1980, que crea el Servicio Nacional de Geología y Minería.





Su artículo 2º, Nº 8 , faculta a SERNAGEOMIN para ejercer el control del reglamento de seguridad minera.





F.- El decreto supremo Nº 72, de 1986, del Ministerio de Minería, que aprueba el Reglamento de Seguridad Minera.





II.- ANTECEDENTES DE HECHO.




A.- El Mensaje con el que se inicia este proyecto de ley reseña que el Gobierno, conforme a su propósito de aumentar la eficiencia de los órganos de la Administración del Estado, y dentro de una política de modernización del mismo, presenta a consideración del Congreso Nacional esta iniciativa que tiene por finalidad permitir el cabal cumplimiento de la función fiscalizadora y preventiva de la Dirección del Trabajo, especialmente en cuanto a:





1.- Otorgar, también, competencia a la Dirección del Trabajo para fiscalizar las normas sobre higiene y seguridad en el trabajo, contenidas en el Código del Trabajo, con el objeto de reforzar su función fiscalizadora de las normas laborales.





2.- Entregar al Director Regional del Trabajo respectivo, el conocimiento  y resolución de las infracciones por prácticas desleales o antisindicales, lo cual está acorde  con el sistema general de atribuciones que histórica y técnicamente la ley ha otorgado a los Servicios del Trabajo.





El Mensaje hace presente que en 1991, mediante la ley Nº 19.069, se incorporó al Libro III del Código del Trabajo, el Capítulo IX “De las prácticas desleales o antisindicales y de su sanción” y en el Libro IV, el Título VIII “De las prácticas desleales en la negociación colectiva y de su sanción”, radicándose en los Juzgados de Letras del Trabajo el conocimiento y resolución de las infracciones por prácticas desleales o antisindicales.





Connota el Mensaje  que sin dejar de reconocer la conveniencia de esta incorporación, resulta incomprensible que no sean los Servicios del Trabajo, los órganos competentes para el conocimiento y resolución de las prácticas antisindicales o desleales, toda vez que a la Dirección del Trabajo históricamente se le ha reconocido idoneidad técnica y funcionaria para conocer cuestiones tanto o más complejas que ésta, reservándose al Juzgado del Trabajo la revisión de la resolución del órgano administrativo en la segunda instancia.





Por lo demás, las infracciones por prácticas desleales o antisindicales  constituyen  una materia propia de fiscalización, para la cual la Dirección del Trabajo está técnica y estructuralmente capacitada para calificar en justicia y en derecho.





3.- Facultar al Inspector del Trabajo competente para que, a petición de cualquiera de las partes,  interponga sus buenos oficios con el objeto de facilitar el acuerdo entre ellas en una negociación colectiva, suspendiéndose la huelga acordada por un período de cinco días, o de diez días,  si así lo acuerdan las partes.





La norma busca establecer un mecanismo efectivo para solucionar en forma expedita lo conflictos laborales, ya que en la práctica, la mediación y el arbitraje voluntario, por su carácter no vinculante, son procedimientos ineficaces para impedir el conflicto. Por el contrario, la conciliación, institución jurídico-laboral universalmente aceptada e incorporada en la mayoría de las legislaciones del mundo, es el procedimiento idóneo para la solución de los conflictos, atendido su carácter vinculante. Este permitirá que las negociaciones privilegien la solución concertada de las desavenencias por sobre la acción de la fuerza. El proyecto propone que tal procedimiento esté radicado en la autoridad laboral por excelencia, esto es en los Servicios del Trabajo, específicamente en el Inspector del Trabajo respectivo.





4.- Disponer que el Director Nacional del Trabajo podrá encomendar labores fiscalizadoras o nombrar como ministros de fe a funcionarios de otros servicios de la Administración del Estado, cuando existan motivos calificados para ello.





El Mensaje destaca que con esta modificación será posible ampliar el ámbito de fiscalización de la ley laboral, llegando a lugares apartados del país y haciendo más eficaz la fiscalización de las normas laborales en lugares de difícil control. Además, se descongestionarán los servicios de la Dirección del Trabajo.





5.- Establecer que la notificación por  carta certificada será el mecanismo general de notificación de las actuaciones de la Dirección del Trabajo, fijándose como fecha de la notificación el tercer día siguiente a su expedición. De este modo, las notificaciones se harán en forma expedita y menos onerosa.





6.- Perfeccionar el concepto de reincidencia en el incumplimiento de las normas laborales, que hoy sólo cubre un hecho determinado: aquel que dio origen a la sanción. Se propone modificar la norma para que la reincidencia deje de ser solamente la persistencia en un mismo hecho, pasando a incorporarse  también la repetición con o sin solución de continuidad, durante un período determinado.





7.- Establecer obligaciones adicionales  para los empleadores, en caso de pérdida de documentos que el empleador esté obligado a mantener en el lugar de trabajo, y en cuanto a mantener un registro de visitas de fiscalización en el lugar de trabajo.





B.- Las indicaciones presentadas por S.E. el Presidente de la República al proyecto de ley aprobado por la H. Cámara de Diputados, al iniciarse su tramitación ante el H. Senado.





Estas indicaciones se refieren, fundamentalmente, a las siguientes materias:





1.- Precisar las facultades que en materia de higiene y seguridad en el trabajo corresponderán a la Dirección del Trabajo, consultando un sistema de prevención de la intervención fiscalizadora que corresponderá a los distintos servicios públicos que tendrán competencia en esta materia, y facultando a S.E. el Presidente de la República para dictar un reglamento que fije las normas para la coordinación en el ejercicio de las competencias de estos entes públicos.





2.- Disponer que en las reclamaciones de que conozcan los Tribunales del Trabajo, de las resoluciones de los Directores Regionales del Trabajo sobre prácticas antisindicales o desleales, los tribunales, en uso de sus facultades, podrán dictar órdenes de no innovar.





3.- Establecer que en la primera citación que efectúe el Inspector del Trabajo, al haberse solicitado sus buenos oficios para facilitar el acuerdo de las partes en el proceso de negociación colectiva, dentro de las cuarenta y ocho horas de acordada la huelga, dicho funcionario deberá dar a conocer a las partes las disposiciones del Código del Trabajo relativas a mediación y arbitraje voluntarios, instándolas a utilizar estos mecanismos, y acompañando la nómina del cuerpo arbitral.





4.- Precisar que las labores fiscalizadoras de la Dirección del Trabajo, que se podrán encomendar a otros funcionarios de la Administración del Estado, se efectuará por resolución fundada del Ministro del Trabajo y Previsión Social, en circunstancias calificadas, con acuerdo de uno o más Secretarios de Estado según corresponda; que sólo serán procedentes respecto de sectores laborales de difícil fiscalización; que estarán referidas exclusivamente a jornadas de trabajo, descansos y medidas de seguridad que afecten la vida, integridad física o la salud de los trabajadores, y que el total de funcionarios de otros servicios a los cuales se podrá investir de estas facultades no podrá superar en número al 20% de los funcionarios adscritos al escalafón de fiscalizadores de la Dirección del Trabajo. Además se preceptúa que todo funcionario público estará obligado a denunciar a la respectiva Inspección del Trabajo las infracciones a lo dispuesto en el Código del Trabajo, de que tome conocimiento con ocasión del ejercicio de sus funciones.





5.- Incorporar dos artículos nuevos relativos a los siguientes asuntos:





a) Facultar a la Dirección del Trabajo para autorizar que los certificados que deben obtener los contratistas de obras fiscales o municipales, a fin de acreditar el cumplimiento de determinadas normas de la legislación laboral, se expidan por la Inspección del Trabajo del domicilio del contratista y tengan validez respecto de todas las faenas de la empresa requirente, cualquiera sea el lugar en que se desarrollen.





b) Otorgar un plazo de 90 días, a contar de la fecha de publicación de la ley en proyecto, para que los empleadores con deudas impagas por concepto de multas administrativas cursadas por Inspectores del Trabajo, reclamadas o no ante los Juzgados del Trabajo, puedan pagar su monto al valor de la unidad tributaria mensual a la fecha de la dictación de la resolución que aplicó la multa respectiva, quedando condonados los reajustes e intereses.

--------

DISCUSION GENERAL




El señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, reiteró los conceptos y fundamentos del proyecto contenidos  en el Mensaje del Ejecutivo y destacó que el Gobierno ha presentado a la consideración del Congreso Nacional, fundamentalmente, cuatro iniciativas de ley relacionados con el ámbito laboral, que tienen por objeto perfeccionar las relaciones del trabajo, pero sin introducir cambios radicales en ellas. Próximamente ingresará otro proyecto de ley con la misma finalidad. Estos proyectos dicen relación con la extensión de derechos a trabajadores que actualmente no los tienen y con el perfeccionamiemto de los mecanismos del mercado de trabajo -se enmarcan acá el proyecto que fija el nuevo estatuto de capacitación y empleo y el que aún está en estudio por el Ejecutivo, y que se refiere a un sistema de protección de ingresos del trabajador ante situaciones de desocupación-. Además, hay tres proyectos que mejoran los derechos laborales. Dos en el H. Senado, que son el que modifica las normas contenidas en los Libros I y V del Código del Trabajo y el artículo 9º de la ley Nº 17.322, sobre cobranza judicial de imposiciones, con el objeto de agilizar el procedimiento en las causas laborales, y el proyecto que amplía las atribuciones de la Dirección del Trabajo. El tercero, relativo a negociación colectiva y a organizaciones sindicales, está en primer trámite constitucional en la H. Cámara de Diputados.





Por último, el señor Ministro señaló que la señora Directora del Trabajo efectuaría una exposición de las normas del proyecto aprobado por la H. Cámara de Diputados, como también de las indicaciones que al mismo ha presentado el Ejecutivo ante esta Comisión, al iniciarse su tramitación en el H. Senado.





La Directora del Trabajo manifestó que las disposiciones de este proyecto de ley pueden reunirse en tres grupos:

1.- Las que perfeccionan o explicitan facultades que actualmente tiene la Dirección del Trabajo.

2.- Las que otorgan nuevas facultades a este Servicio.

3.- Las que apuntan a dar mayor eficacia a los instrumentos de fiscalización de la Dirección del Trabajo.





Dentro del primer grupo cabe destacar dos artículos del proyecto. Uno, que señala que la Dirección del Trabajo fiscalizará también materias de higiene y seguridad en el trabajo, y que, como se ha dicho, perfecciona una facultad existente, ya que tanto en el Código del Trabajo como en la ley orgánica de la Dirección del Trabajo hay normas de salud laboral, que dan competencia a los Servicios del Trabajo para fiscalizar, por ejemplo, el trabajo de menores, de la mujer en estado de embarazo y la extensión de la jornada laboral. 




Destacó que el artículo 184 del Código del Trabajo obliga al empleador a mantener en el lugar de trabajo condiciones de seguridad e higiene y, aunque la facultad no es expresa, la Dirección del Trabajo debe fiscalizar el cumplimiento de esta disposición. Además, el artículo 28 de la ley orgánica del Servicio, establece la facultad de suspender faenas cuando en la fiscalización se constate que existe peligro para la vida o para la salud de los trabajadores.





Sin embargo, estas atribuciones no son lo suficientemente explícitas, porque se entrecruzan con facultades específicas otorgadas a otros servicios del Estado, fundamentalmente a los Servicios de Salud, al Servicio Nacional de Geología y Minería y a la Dirección General del Territorio Marítimo y Marina Mercante. Esta falta de claridad ha inhibido de su labor fiscalizadora a la Dirección del Trabajo y, como consecuencia de ello, no se ha especializado suficientemente a sus funcionarios con los conocimientos técnicos necesarios para ejercer en plenitud estas facultades.





Hay que tener presente que los servicios de la Administración del Estado encargados de fiscalizar tienen un personal reducido. Por ejemplo, el Servicio Nacional de Geología y Minería, que tiene por función inspeccionar la salud laboral en la actividad minera, muy extendida a lo largo del país, no cuenta con más de diez  fiscalizadores. En cambio, la Dirección del Trabajo tiene 611 funcionarios de este carácter, de los cuales 300 salen a terreno, por lo que puede contribuir objetivamente en esta tarea, particularmente en la fiscalización de carácter preventivo.





Señaló la expositora, que el proyecto de ley aprobado por la H. Cámara de Diputados ha sido objeto de algunas indicaciones presentadas por el Ejecutivo ante la Comisión de Trabajo y Previsión Social del Senado, para recoger algunas apreciaciones e inquietudes planteadas en el primer trámite constitucional, las que mencionará a medida que se refiera a los artículos en que inciden. En estas indicaciones, entre otras materias, se ha delimitado el ámbito de acción de los Inspectores de Trabajo en la fiscalización de materias de seguridad e higiene. Además, se recogieron las observaciones planteadas en la Cámara de origen,  en cuanto a que podría entrarse en una colisión de competencias con los otros servicios fiscalizadores. La indicación apunta a radicar la competencia en el primer ente fiscalizador que concurra al centro, obra o puesto de trabajo. Además, se faculta al Presidente de la República para dictar un reglamento que coordine la labor de los distintos servicios fiscalizadores en esta materia.





La otra norma que explicita las actuales facultades de la Dirección del Trabajo, se refiere a su participación conciliatoria dentro del conflicto laboral. El decreto con fuerza de ley Nº2, de 1967, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, establece como función fundamental de éste Servicio contribuir a la  solución de los conflictos del trabajo. En la práctica, desde 1992 la Dirección del Trabajo ha instruido a sus fiscalizadores para que al tercer día de huelga intenten conciliar los intereses en disputa; en tanto que en materia de conflictos ilegales, desde 1990 se hace presente en ellos dentro de las 24 horas de producidos, a petición tanto del sector empleador como de los trabajadores. En 1994 los Servicios del Trabajo participaron en 126 casos como organismo conciliador, lográndose acuerdo en 99, 15 no produjeron consenso y del resto no hay estadísticas. De todos estos casos, en un reducido número ha sido solicitada la intervención de la Dirección por el sector empleador. Cabe tener presente que su participación no sólo ha sido durante la huelga, sino también antes de ésta y durante el proceso de negociación colectiva.





El proyecto aprobado por la H. Cámara de Diputados apunta a permitir en forma expresa que el Inspector del Trabajo, a solicitud de cualquiera de las partes dentro de las cuarenta y ocho horas de votada la huelga, pero antes de hacerse efectiva, pueda ejercer actividades de conciliación para poner fin al conflicto. Esto se ha considerado por un plazo de cinco días, suspendiéndose entretanto el plazo para hacer efectiva la huelga.





La indicación del Ejecutivo presentada ante vuestra Comisión, también recoge otra observación planteada en la H. Cámara de Diputados, en cuanto a informar a las partes que existen en nuestra legislación mecanismos de mediación y de arbitraje voluntarios, que fueron establecidos o perfeccionados en la ley Nº 19.069. Sin embargo, en la Dirección del Trabajo no hay un solo registro de mediación o arbitraje voluntario. Por ello la indicación del Ejecutivo establece la obligación del Inspector del Trabajo de informar a las partes sobre la existencia y las características de estos mecanismos, e incluso entregarles la nómina del cuerpo arbitral.





Un segundo grupo de normas se refiere a nuevas facultades que se le otorgan a la Dirección del Trabajo. Así, se establece la facultad de investir como ministro de fe o como fiscalizadores a funcionarios de otros servicios de la Administración del Estado. El fundamento radica en la necesidad de mejorar la eficacia de los Servicios del Trabajo, sin tener que aumentar las plantas de personal. Además, es necesario coordinar la labor de los distintos entes públicos, rescatando objetivos comunes a partir de las propias especificidades. También hay que tener presente que, pese al aumento de la planta de la Dirección del Trabajo, el personal es insuficiente para llegar a todos los lugares del país. En efecto, este servicio público nacional cuenta con 67 Inspecciones del Trabajo establecidas y con 61 de caráter itinerantes. No obstante, dos tercios de las comunas del país están fuera de la posibilidad de que los Servicios del Trabajo lleguen a ellas. 





Destacó la señora Directora del Trabajo, que la investidura como fiscalizadores a funcionarios de otros servicios del Estado, se referirá fundamentalmente a las tareas más simples del proceso de fiscalización como, por ejemplo, recibir denuncias o reclamos. Después de una capacitación, a lo más llegarán a efectuar comparendos a partir de los reclamos recibidos. El solo hecho de que se reciban las denuncias y los reclamos es para el ente fiscalizador una gran ayuda, porque ya sabe dónde ir y cúal es el objetivo específico. 





Las observaciones planteadas en la H. Cámara de Diputados en relación a esta norma también fueron recogidas por el Ejecutivo. De este modo, la indicación presentada ante esta Comisión persigue  modificar la norma aprobada en la Cámara de origen, en el sentido que la facultad de encomendar labores fiscalizadoras a funcionarios de otros servicios de la Administración del Estado, no sea del Director del Trabajo, sino del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, el cual deberá dictar para tal efecto una resolución fundada. Además, esta facultad sólo podrá ejercerla en circunstancias calificadas, para fiscalizar en lugares alejados de los centros urbanos o que por su naturaleza precisan el desplazamiento del trabajador. Por ejemplo, los trabajadores que laboran en el bosque nativo, a los cuales la Dirección del Trabajo no sólo no puede llegar por su lejanía, sino por la dificultad en el acceso, la carencia de vehículos y por las condiciones climáticas adversas. Parece lógico que para recibir denuncias y reclamos, y para posibilitar la llegada de los Servicios del Trabajo a esos lugares de explotación forestal, los funcionarios de la CONAF pudieran recibir dichas denuncias y reclamos.





La indicación también limita el ámbito de fiscalización de servicios públicos distintos a la Dirección del Trabajo a las siguientes materias: jornadas de trabajo, descansos y medidas de seguridad que afecten la vida, la integridad física o la salud de los trabajadores. Se incorpora, además, una norma novedosa, que establece la obligación de todo funcionario público que en el cometido de su función constate incumplimiento a las normas laborales, de denunciar esta circunstancia a la autoridad competente.





Otra nueva facultad que se otorga a la Dirección del Trabajo, se refiere a su intervención en los casos de prácticas antisindicales, en una especie de primera instancia, sin que propiamente lo sea, ya que se resguarda la totalidad del procedimiento judicial ordinario. El fundamento de esta norma radica en que el ordenamiento jurídico no sólo reconoce el derecho de los trabajadores a sindicalizarse, sino que lo ha elevado a la categoría de garantía constitucional. Además, la ley Nº 19.069 estableció un exhaustivo sistema para garantizar el ejercicio de este derecho desde la perspectiva del establecimiento de un procedimiento judicial y de la correspondiente sanción para el caso de infracción.





Sin embargo, la experiencia de los tres años de vigencia de estas normas demuestra la insuficiencia de ellas. Tal vez la carencia no está en su contenido, sino en la cultura y en la realidad concreta de las relaciones laborales en nuestro país. Esta apreciación se basa, en primer término, en que las disposiciones que establecen el derecho a la sindicalización y que sancionan las prácticas antisindicales o desleales en la negociación colectiva, obligan a los Tribunales del Trabajo a comunicar esta circunstancia a la Dirección del Trabajo, a fin de que lleve un registro de las sentencias condenatorias. Hasta el día de hoy sólo se ha registrado una  sentencia, y no es posible pensar que no haya otros casos en los cuales se ha accionado ante los Tribunales. A partir de múltiples denuncias de los sectores sindicales y de constatación de la propia Dirección, se ha llegado a la conclusión que hay una seria dificultad para objetivar y para verificar estas infracciones, y en el procedimiento actual su comprobación es de cargo del trabajador. La idea del Ejecutivo no es rigidizar estas normas, pero es evidente que las disposiciones deben flexibilizarse dando  facultades resolutorias  al Director Regional del Trabajo -que ya tiene en otros casos establecidos en el Código del Trabajo y de las cuales puede reclamarse ante los Juzgados del Trabajo-, lo cual  ayudará a resguardar los derechos de este sector, del que se ignora su magnitud, pero basta que el derecho se vulnere para que el ordenamiento jurídico deba garantizarlo y asegurar su cumplimiento.





El proyecto establece que en los casos de prácticas antisindicales o desleales conoce el Director Regional del Trabajo oyendo a las partes. De  su resolución puede ocurrirse a los Tribunales del Trabajo el Juez deberá resolver en el plazo de quince días, pudiendo incluso abrir un período de prueba de diez días si lo estima pertinente, extendiéndose en tal caso el plazo para fallar en igual período de tiempo.





Las indicaciones del Ejecutivo presentadas ante esta Comisión recogen otra inquietud que surgió en la H. Cámara de Diputados al discutir este proyecto de ley, relativa a limitar las facultades del Director Regional del Trabajo. En efecto, se establece que sin perjuicio de la obligación de éste de disponer de inmediato que se subsanen o enmienden los actos que constituyan prácticas antisindicales o desleales, háyase o no reclamado de su resolución, el Tribunal que conozca de la reclamación podrá dictar, en uso de sus facultades, orden de no innovar.





La iniciativa también contiene normas que buscan hacer más expedito el actuar de los Servicios del Trabajo, perfeccionando su facultad fiscalizadora. Por ejemplo, el concepto de reincidencia, que hoy está limitado a que se repita el mismo hecho entre las mismas partes. De este modo, puede darse el caso que un empleador no suscriba contrato de trabajo con un determinado trabajador, y si mantiene la situación después de evacuados todos los recursos administrativos y judiciales, o vencidos los términos para interponerlos, hay reincidencia. No obstante, la verdad es que en justicia debe haber reincidencia cuando vuelve a incumplir la obligación de escriturar un contrato de trabajo, sin importar que sea con respecto al mismo o a otro trabajador.





También se establece la notificación por carta certificada como forma general de notificación de las actuaciones de la Dirección del Trabajo. Actualmente las notificaciones son personales, ocupándose a muchos funcionarios en esta labor y, además, no existe certeza acerca de la fecha en que se efectúan. La notificación por carta certificada desburocratizará al Servicio en esta materia y permitirá que los funcionarios se dediquen a otras tareas propias del Servicio. Al mismo tiempo, habrá más certeza respecto a su fecha puesto que las notificaciones se presumirán practicadas al tercer día de enviadas.





Una tercera modificación se refiere al hurto o extravío de los instrumentos que el empleador está obligado a mantener en el lugar de trabajo. La iniciativa establece la obligación de informar dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes de producida la pérdida a la Dirección del Trabajo. En caso contrario, no podrá invocar ésta circunstancia cuando los requiera el Inspector del Trabajo.





Por último, las indicaciones presentadas por el Ejecutivo ante esta Comisión, contienen dos propuestas nuevas, que no estaban incluidas en el Mensaje. Una, solicitada fundamentalmente por el sector empleador de la construcción. La ley orgánica de la Dirección del Trabajo señala que algunos certificados de los contratistas, necesarios  para una serie de trámites, deben ser expedidos por las Inspecciones del Trabajo en que estén ubicadas las faenas correspondientes. Con el avance de la tecnología es posible entregar los certificados en forma centralizada por la Inspección del Trabajo del domicilio del contratista, y no obligar a la empresa constructora que puede tener faenas a lo largo de todo el país, a presentar documentos en cada una de las Inspecciones del Trabajo para obtener dichos certificados.





La segunda nueva norma propuesta por el Ejecutivo, concede a todos los empleadores con deudas impagas por conceptos de multas administrativas cursadas por los Inspectores del Trabajo, el beneficio de pagarlas, dentro de 90 días de publicada la ley en proyecto, al valor de la unidad tributaria mensual a la fecha de la dictación de la resolución que aplicó la multa respectiva, quedando condonados los reajustes e intereses.





Concluyó la señora Directora del Trabajo, señalando que todo ordenamiento jurídico tiene validez por la legitimidad que los llamados a acatarlo le asignen, para lo cual es importante que los derechos no sólo se reconozcan, sino que también se garanticen adecuadamente. Por ello es relevante la sanción, que actúa como un elemento disuasivo de cambio de conducta, pero también es fundamental el establecimiento de procedimientos más expeditos, que hagan realidad el acceso a la justicia de los ciudadanos que han visto transgredido  un derecho del cual son titulares. Por último, la legitimidad de las disposiciones se logra a través de la acción fiscalizadora que no sólo debe ser punitiva, sino que puede y debe ser educativa y preventiva.





Desde esta perspectiva, el Gobierno estima que cada una de las facultades, nuevas o perfeccionadas, entregadas a la Dirección del Trabajo, a partir de la redefinición institucional que se ha realizado, apuntan tanto a la actividad sancionadora, como a la acción preventiva del ente fiscalizador, como un aporte sustantivo para que la sociedad legitime las normas por las cuales se debe regir, que será, en definitiva, la base más importante de la ley a que dará origen este proyecto.




El Honorable Senador señor Thayer expresó su reticencia a la reforma muy inmediata de las normas laborales, ya que es necesario esperar el debido conocimiento de su aplicación práctica. A su juicio, la legislación laboral vigente no es lo suficientemente conocida por todos los actores sociales, lo que significa que no hay una experiencia satisfactoria que permita aconsejar determinadas modificaciones. Sin embargo, señaló Su Señoría que en las reformas laborales efectuadas en el Gobierno anterior no se habían modificado las facultades de la Dirección del Trabajo. 





El proyecto en análisis apunta a dar mayor eficacia a las funciones de un Servicio que debe tener una adecuación o fortalecimiento, como consecuencia de las profundas transformaciones producidas en la realidad económico-social y su correspondiente legislación. 





En cuanto a las modificaciones que atañen a dar competencia a la Dirección del Trabajo para resolver sobre las prácticas antisindicales o desleales, que hoy en día la legislación entrega al conocimiento a los Tribunales del Trabajo, ello constituye un error, por cuanto se trata de una normativa nueva, de difícil precisión, con un alto componente ético a entronizar en las relaciones laborales. Ahora bien, la apreciación de la licitud o ilicitud de los hechos que componen dichas conductas, es un asunto delicado, y que, en consecuencia, es conveniente mantener bajo el juzgamiento de los Tribunales del Trabajo.





Cabe tener presente que el concepto tradicional de relación laboral ha ido cambiando, y en el presente en muchas empresas los trabajadores con contrato permanente constituyen una minoría y, por la inversa, los trabajadores contratados a plazo fijo, transitorios o eventuales, son una mayoría, lo que significa que muchos servicios a una empresa se prestan por empresas contratistas con este último tipo de personal. De consiguiente, en la relación laboral de este grupo de trabajadores temporales, la continuidad de su contrato de trabajo depende de hechos ajenos a los que se dan en la empresa a la que se prestan los servicios, y por ello no se puede simplemente relacionar su despido con prácticas antisindicales. Para los dirigentes sindicales ha sido difícil manejar o adaptarse a este nuevo tipo de relaciones laborales.





A mayor abundamiento, y aun cuando se trata de otro proyecto de reforma laboral en tramitación  en la H. Cámara de Diputados, relativo a negociación colectiva y organizaciones sindicales, cabe señalar que es equivocada la apreciación que se tiene en dicha iniciativa de ley, en cuanto a que el sindicato sigue siendo un buen órgano de negociación colectiva, en circunstancias de que actualmente no lo es. Si constituye una organización indispensable de respaldo y asesoría a los trabajadores que negocien individual o colectivamente. La tendencia futura será que los trabajadores negocien cada vez más en grupos según sus propias especialidades, ya que el gran sindicato se está transformando en un centro en el cual concurren pluralidad de grupos con intereses propios. Por ello, no resulta fácil a las directivas sindicales globalizar los distintos intereses de los trabajadores, puesto que éstos no son comunes a todos los grupos existentes al interior de un sindicato.





Derivado de lo expuesto, en opinión de Su Señoría, no resulta fácil determinar qué conducta constituye una práctica antisindical o desleal, más aún si se considera que la organización sindical enfrenta hoy en día un problema a nivel mundial, ya que durante mucho tiempo fue una herramienta primordial para el mejoramiento de las condiciones de trabajo, en circunstancias que actualmente esto se consigue principalmente a través de la capacitación del trabajador.





El Honorable Senador señor Ruiz de Giorgio señaló que actualmente la situación laboral es distinta a la que existía hace dos décadas, pero que siempre la unidad de los trabajadores ha sido básica para la defensa de sus derechos. Lo que es evidente, es que la legislación laboral en materia sindical en la actualidad no se cumple, por diversas razones. Tal como lo señaló el Honorable Senador señor Thayer, hoy en día la economía determina que las  empresas tengan un mínimo de personal permanente y que la mayoría de los trabajadores pertenezcan a empresas contratistas o subcontratistas. De este hecho surge el problema, porque el Código de  Trabajo no está pensado para regular este tipo de relaciones laborales indirectas con la empresa, sino que aquellas propias de la empresa. Sin embargo, la realidad del país señala que la gran mayoría de los trabajadores no están sindicalizados, y los que pertenecen a sindicatos pequeños son víctimas de persecuciones y despedidos. 





Por otra parte, agregó Su Señoría, el rol de la Dirección del Trabajo también cambió, antes actuaba como un Servicio que intentaba aplicar la ley y solucionar los conflictos sin que llegaran a los Tribunales de Justicia, logrando su objetivo en un número importante de casos. Sin embargo, se le restaron muchas atribuciones y se estableció el criterio de que los conflictos laborales debían ser resueltos por los Tribunales de Justicia.





Hay Convenios de la Organización Internacional del Trabajo que datan de fines de la década de los años sesenta, en que se regula el trabajo de las empresas contratistas, especialmente en lo que se refiere a las actividades petroleras. Es razonable que las empresas no tengan necesidad de contratar a todo el personal que requieran en un momento determinado, porque puede suceder que la faena sea transitoria, o porque el trabajo realizado no dice relación con el giro principal de la empresa. No obstante, los Convenios de la O.I.T. establecen que cuando en la faena hay  trabajadores de empresas contratistas, deben tener niveles de remuneración similares a los de los trabajadores permanentes. De esta manera, se evita que la  contratación de trabajadores a través de empresas contratistas sea utilizada como un mecanismo para incumplir las normas laborales, situación que hoy en día se produce, ya que estas últimas, para renovar el contrato con la empresa a la que prestan servicios, deben participar en una propuesta, y la forma de disminuir los costos es reduciendo la remuneración de los trabajadores.





Además, expresó el señor Senador, una de las maneras de evitar la anarquía en las relaciones laborales es dar un sentido al movimiento sindical. No es efectivo que él no sea una instancia eficaz de negociación, por el contrario, la única manera de hacer una negociación adecuada y que se respeten sus términos es que exista un sindicato fuerte.





Su Señoría concluyó señalando que el proyecto está orientado en la dirección adecuada, ya que los Servicios  del Trabajo deben ser nuevamente una herramienta eficiente para la canalización de los conflictos laborales, permitiendo que la ley se aplique con prontitud, especialmente en los sectores de trabajadores que no están sindicalizados y cuyas labores hoy en día tampoco están suficientemente fiscalizadas.





El señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, expresó que debía efectuar una reflexión que es válida para la generalidad de los proyectos de ley sobre reformas laborales que el Gobierno ha presentado, puesto que se ha hablado de la estabilidad de la legislación laboral, como uno de lo elementos esgrimidos con mayor fuerza para oponerse a ellas. 





A juicio del señor Ministro, el concepto de estabilidad en el mundo actual, en cualquier ámbito, necesariamente debe ser el de estabilidad dinámica, no estática, entendiendo por ésta última aquella en que no hay ninguna modificación. Se sostiene que las normas laborales no deben modificarse, sino después de un largo período, porque primero hay que ver en la práctica como resulta su aplicación. Sin embargo, este es el único ámbito donde se invoca un argumento de tal naturaleza, puesto que continuamente se están efectuando modificaciones en el derecho económico, financiero, o de disposiciones reglamentarias o administrativas, por ejemplo, en el sistema de las Administradoras de Fondos de Pensiones. 





Señaló que coincidía con lo planteado por el Honorable Senador señor Thayer, en cuanto a que debe haber estabilidad en el sistema de las relaciones de trabajo, porque la situación contraria genera incertidumbre e influye negativamente en la inversión extranjera. Sin embargo, los proyectos que el Gobierno ha presentado a consideración del Congreso Nacional no afectan a la estabilidad del sistema, porque sus bases siguen siendo las mismas, ya que se continúa con un sistema de amplia libertad económica, libre acceso al mercado de trabajo, sin alterar el devenir de los actores sociales -que en todo caso deben concurrir en un nivel de igualdad- y con una moderada intervención del Estado.





Agregó, que ninguno de los elementos básicos del sistema es afectado por los proyectos de reformas laborales presentados por el Gobierno, tanto así que en dichas iniciativas no hay ninguna institución nueva, sino que lo que se hace es poner en marcha o vitalizar mecanismos ya existentes en nuestra legislación, como por ejemplo, el sindicato interempresa y las prácticas antisindicales.





Se trata, recalcó el señor Ministro, de dar vitalidad a la instituciones existentes, para que los derechos laborales sean efectivamente ejercidos. Así, el derecho a la negociación colectiva, reconocido en la Constitución Política, en la actualidad sólo lo ejerce un tercio de los trabajadores de nuestro país, pues el resto no está facultado para ello, o si lo hace ésta sujeto a la voluntad de un particular, como es el empleador.





Los proyectos de ley no aspiran a obligar a los trabajadores a que se sindicalicen o negocien colectivamente, sino a resguardar el ejercicio de estos derechos. En la vigencia de la actual legislación laboral, prácticamente no hay casos de sindicatos interempresas que hayan tenido la voluntad del empleador para negociar colectivamente, por lo tanto es una norma fracasada, ya que en un periodo de tres años no ha generado el efecto buscado por el legislador. Del mismo modo, en lo que se refiere a prácticas antisindicales o desleales, el resultado estadístico demuestra que las disposiciones que las regulan no son aplicadas.





Se argumenta, puntualizó el señor Ministro, que debe haber flexibilidad en las  relaciones laborales, y es efectivo que en un mundo cambiante y de relaciones económicas cada vez más globalizadas ella debe existir, y en los hechos la hay. Cabe destacar que en los proyectos presentados por el Gobierno en esta área, hay elementos de flexibilidad importantes, tales como el traslado a la autonomía de las partes de derechos mínimos básicos, tradicionales en la legislación laboral, como por ejemplo, la mensualización de la jornada de trabajo.





Los grandes factores de riesgos que pudieren existir para el sector empresarial no son estos proyectos de ley, sino que, por ejemplo, la tendencia hacia la baja del valor del dólar de Estados Unidos de Norteamérica, y las condiciones en que Chile participará en los grandes mercados internacionales a través de los convenios internacionales que están en estudio.





En cuanto a la tendencia actual del sindicalismo, el señor Ministro del Trabajo y Previsión Social manifestó que el cambio científico, tecnológico y económico de hoy influye de manera decisiva en las relaciones laborales. Se da la contradicción de que todas estas reformas tienen un enorme impacto en el mundo del trabajo, y sin embargo se esgrime el argumento de la no modificación de las normas que lo regulan. 





La cuestión radica en que amplios sectores de trabajadores no se ven representados por la forma clásica del sindicalismo. En la medida que la tecnología se hace más compleja, sofisticada y especializada, el trabajador independiente o autónomo tiene poder de negociación por sí mismo. Sin embargo, Chile es un país con un aparato productivo muy heterogéneo, lo cual es una las dificultades para legislar en materia laboral. La problemática es determinar cuál es la situación del grupo mayoritario de trabajadores, que siguen ejerciendo actividades que no alcanzan tal nivel de sofisticación y que no pueden negociar aisladamente.





El señor Ministro concluyó señalando que es efectivo que dentro de las empresas más clásicas de nuestro país se ha ido produciendo una diversificación de las actividades, y por ello la legislación permite que haya varios sindicatos en una misma empresa.





El Honorable Senador señor Romero manifestó que llama la atención la reacción que han provocado los proyectos sobre reformas laborales, presentados por el Ejecutivo al Congreso Nacional. Recordó que cuando se inició la tramitación legislativa de la anterior reforma laboral, el señor Ministro del Trabajo y Previsión Social de la época puso especial acento en el concepto de estabilidad, en el sentido que los sistemas de economía social de mercado requieren de un grado de confiabilidad y de estabilidad que obviamente incluyen a la normativa laboral. No obstante, transcurridos poco más de dos años, el Gobierno presenta nuevamente proyectos de reforma laboral.





El concepto de estabilidad dinámica a que se ha referido el señor Ministro, hay que considerarlo también en los términos de señales dinámicas, porque la economía va dando señales, lo mismo que la normativa laboral. Las señales inmersas en los actuales proyectos de reformas laborales no son positivas para la gran mayoría del sector empresarial. Hay muchas normas que desandan el camino de lo que es la regulación o la falta de ésta y en lo que es la flexibilidad o el inmovilismo. No se trata de simples definiciones, ya que al analizar el proyecto de ley en estudio, que amplía las facultades de la Dirección del Trabajo, se aprecia el intervencionismo del Estado en materia de relaciones laborales. Por ejemplo, al Inspector del Trabajo se le dan nuevas facultades en el artículo 373 bis propuesto en la iniciativa de ley, relativas a la negociación colectiva. Cabe connotar que a una persona que carece de idoneidad técnica para poder intervenir en negociaciones que muchas veces son complejas, y que es un agente del Estado, se le de tan importante facultad. Pareciera que se pone en duda la madurez de los sindicatos o comités de empresa en esta materia. La señal es evidentemente negativa, y podrá pensarse por el sector empresarial que estas reformas pueden ser el inicio de muchas otras. 





Agregó Su Señoría, que hay una tendencia a reemplazar la judicatura ordinaria por la administrativa, con lo cual se aprecia nuevamente la intervención del Estado en una relación que debiera ser bipartita, que es la tendencia del mundo actual.





Por último, el sistema de libertad económica que impera en nuestro país, requiere coherencia con las normas laborales, particularmente en una economía globalizada. La gran mayoría de los países desarrollados no sólo no ratifican, sino que desestiman en su legislación interna los Convenios de la Organización Internacional del Trabajo. Por el contrario, las economías latinas, como la de España y Francia, los han ratificado, y hoy el principal problema político de estas naciones es el desempleo. Para participar en una economía globalizada hay que ser dinámicos, pero la modernización de cualquiera normativa debe estar acorde con el modelo general en que estamos insertos.





El Honorable Senador señor Calderón, expresó que sin compartir totalmente los conceptos del proyecto de ley en estudio, valoraba que una ley reafirme la necesidad de fiscalizar el cumplimiento de las normas laborales. Los trabajadores frecuentemente hacen presente el incumplimiento de la legislación laboral en diversos sectores, tales como pesqueros, forestales, etcétera, por lo cual es evidente que es necesario que la fiscalización se perfeccione y llegue a todas las áreas del mundo del trabajo.





El Honorable Senador señor Thayer manifestó que el proyecto en estudio, con las indicaciones presentadas por el Ejecutivo, permitirá ordenar y dar mayor eficiencia a las disposiciones sobre inspección y fiscalización relativas a normas sobre higiene y seguridad en el trabajo. Con los avances tecnológicos y las transformaciones acaecidas en los distintos campos de la actividad laboral, la ley debe contemplar claramente la regulación de estas materias.





No obstante, agregó Su Señoría, desde ya previene  que tiene opinión contraria a entregar facultades resolutivas a la Dirección del Trabajo, en materia de prácticas antisindicales o desleales, por las razones que ya expresó al inicio de la discusión general de esta iniciativa, y sólo cabe reiterar que dichas prácticas son una materia cultural y socialmente aceptada, pero la apreciación de intencionalidad no puede quedar sujeta  a la interpretación de órganos administrativos, sino que debe ser conocida y resuelta por los Tribunales del Trabajo, como lo dispone la legislación vigente.





En cuanto a entregar tareas propias de los funcionarios de la Dirección del Trabajo, como son las de fiscalización de la legislación laboral, materia regulada en la ley orgánica de ese Servicio, Su Señoría expresó que no corresponde otorgarlas a funcionarios de otros organismos de la Administración del Estado. Distinto es que por la vía administrativa correspondiente se fortalezcan los Servicios del Trabajo, sea contratando más personal, o trasladando funcionarios de un servicio público a otro, para que quede claramente establecido que tendrán la calidad de funcionarios de la Dirección del Trabajo.




En resumen, concluyó el señor Senador, teniendo en vista la finalidad de la iniciativa, en cuanto a fortalecer el prestigio y la eficiencia de los Servicios del Trabajo y su rol central respecto de otras funciones coordinadoras, y muy particularmente distinguiendo entre la labor normativa, la inspectiva, la preventiva y la sancionadora, que es la esencia de esta iniciativa, votará favorablemente en general el proyecto en análisis.





El Honorable Senador señor Prat expresó que este proyecto contiene tres materias de distinto orden. La primera de ellas, se refiere a las normas que confieren facultades de la Dirección del Trabajo o las hacen expresas, en materias relacionadas con la seguridad e higiene en el trabajo. 





Su Señoría estima que un concepto general, en cuanto a cómo avanzar en nuestro país en la protección de la salud y la seguridad -cuyos costos son crecientes por la complejidad propia de una salud de mejor nivel al alcance de la ciudadanía-, ello requiere de un sistema que contenga los incentivos correctos para que todos los actores se incorporen al proceso tendiente a elevar los niveles de salud a costos posibles. Este es el punto esencial, cómo generar los incentivos para que los actores se motiven fundamentalmente a las acciones de prevención, a fin de que los niveles de salud mejoren, pero a costos razonables.





Por otra parte, en el tema de la salud y de la seguridad en el trabajo es donde más  se ha avanzado. Si la salud en Chile tiene algo que aprender es justamente de los incentivos en materia de accidentes del trabajo, sistema que podría aplicarse incluso a las ISAPRES. Si los incentivos de la ley Nº 16.744, en cuanto a que las tasas diferenciadas bajan cuando disminuyen los índices de accidentabilidad o se eliminan cuando se alcanza un nivel óptimo de seguridad, se aplicaran al 7% de cotización obligatoria para las ISAPRES, se activaría un proceso de acentuación de las prácticas de prevención, motivado y demandado por los mismos usuarios, a fin de bajar su tasa de cotización. Los incentivos deben apuntar a la prevención, que han demostrado su eficacia al sancionar la siniestralidad e incorporar a los actores a la solución del problema común, que es la seguridad y la salud en el trabajo.





En contraposición a lo expuesto, el curso que aparece como ineficaz, y por lo tanto indeseable, es el de incorporar a entes extraños a la solución de los problemas. En definitiva, el Servicio Nacional de Geología y Minería tampoco es el organismo llamado a hacer la fiscalización microeconómica de la seguridad en la minería, es decir, empresa por empresa. Puede ser un organismo eficaz para trabajar en conjunto con las asociaciones empresariales de seguridad, buscando mancomunadamente las mejores normas y prácticas que, en un ámbito tan especializado como es el de la minería, promuevan una mejor protección de la salud y de la seguridad en el trabajo.





La ley Nº 16.744 ha demostrado su eficacia al bajar la tasa de accidentabilidad de 35,3% en  1969 a 12,1% en 1993, siendo esta última cifra la que se ha repetido persistentemente desde hace una década. Si se quiere avanzar en esta materia hay que estudiar qué incentivos adicionales se pueden incorporar a las normas vigentes. El camino que se propone, en cuanto a aumentar las facultades de la Dirección del Trabajo es equivocado. El rol de los entes especializados de carácter estatal es concertarse con las empresas que hacen la gestión en seguridad e higiene en el trabajo, y con las asociaciones gremiales que tienen departamentos especializados en esta materia, con el objeto de promover prácticas conducentes a mejorar las actuales condiciones vigentes en este ámbito.





Un segundo aspecto se refiere a las prácticas antisindicales o desleales. El proyecto traslada una materia que es propia de la judicatura al ámbito administrativo. Lo fundamental en el juzgamiento de estas situaciones es asegurar el debido proceso, lo cual se logra en los Tribunales de Justicia. Si se requiere especialización, esto está atendido a través de la competencia de los Tribunales del Trabajo. Si lo anterior se estima insuficiente, lo que corresponde es otorgar los medios necesarios a dichos Juzgados para profundizar su especialidad. El debido proceso no se garantiza cuando en definitiva resuelve un funcionario de la Administración del Estado, cuyo nombramiento efectúa la autoridad política de la cual dependerá.





Finalmente, y en cuanto a la conciliación, Su Señoría señaló que este tema está planteado en sentido contrario a lo que debe promover toda legislación del trabajo, cual es disminuir los conflictos. Todo el proceso de negociación colectiva, centrado en la empresa, al interior de los actores que conforman esta comunidad de intereses, tiende a disminuir el conflicto. Cuando se introduce una instancia de conciliación como la que se propone, se inserta a un agente desequilibrante, como es el Estado, lo que activa el conflicto. En efecto, cuando hay un actor  externo de tal importancia y capacidad de influencia, se exacerba el conflicto en miras a que el tercer actor desequilibrante lo resuelva.





El Estado es un mal conciliador, y su sola presencia constituye un factor extraño desequilibrante, en una relación que debe centrarse en los actores que juegan en la comunidad de intereses que es la empresa.





Al término de su intervención y por las razones ya expresadas, el señor Senador manifestó que no concurrirá con su voto a aprobar en general este proyecto de ley.





El Honorable Senador señor Urenda expresó que coincidía con los planteamientos formulados por el Honorable Senador señor Prat, agregando que las diversas entidades que han sido escuchadas por la Comisión han concordado en que la mayoría de las normas del proyecto son injustificadas, inadecuadas o innecesarias. No obstante, anunció que se abstendrá en la votación general, ya que el proyecto de todas maneras iría a una Comisión Mixta, por lo cual es preferible posibilitar un amplio debate del Senado sobre la materia y, eventualmente, perfeccionar las disposiciones contenidas en la iniciativa aprobada por la Cámara de Diputados y en las indicaciones presentadas por el Ejecutivo ante esta Comisión.





El Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio, manifestó que la ley Nº 16.744, sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales ha surtido efectos positivos, y generó en su oportunidad una institucionalidad que hizo posible abordar temas complejos, con la participación amplia de los sectores involucrados. Sin embargo, hay un tema recurrente en materia laboral. Todo está cruzado por el sistema económico imperante en el país, de libre mercado, que permite que las empresas para maximizar beneficios y bajar costos recurran a empresas contratistas. Por lo tanto, la normativa del Código del Trabajo que funcionaba relativamente bien empieza a distorsionarse, pues no está concebida para la situación actual que implica otro sistema que debe ser analizado y considerado, toda vez que hay una gran cantidad de trabajadores que laboran en forma indirecta para grandes empresas, pero que no pertenecen a ellas, sino que a las que prestan servicios que se contratan o subcontratan, y que, en consecuencia, en lo relativo a accidentes del trabajo de sus trabajadores no figuran en las estadísticas correspondientes. Además, las pequeñas empresas contratistas no siempre denuncian los accidentes del trabajo, ya que hay una tendencia al ocultamiento de los mismos.





A mayor abundamiento, respecto de la misma materia cabe expresar que los Servicios de Salud, principales encargados de la fiscalización, no siempre tienen el personal suficiente para abordar esta tarea. En consecuencia, al reforzar la labor fiscalizadora de los Servicios del Trabajo en lo relativo a seguridad e higiene en el trabajo, habrá mayores posibilidades de fiscalización y, a su vez, se permitirá capacitar adecuadamente a sus funcionarios.





En cuanto a las prácticas antisindicales o desleales, el proyecto no sustrae de la competencia de los Tribunales del Trabajo su conocimiento. Lo que hace es crear una instancia previa en la que interviene la Dirección del Trabajo, sin perjuicio de que los afectados por la decisión de ésta puedan recurrir a aquellos Juzgados. La realidad demuestra  que el sistema actual no funciona y ello amerita una revisión de la normativa vigente, lo que no es óbice a una mayor especificación respecto de cuáles son estas prácticas antisindicales o desleales.





En cuanto al sistema de conciliación propuesto en el proyecto, cabe tener presente que quienes dirigen el Estado son personas elegidas políticamente, pero no por ello se debe olvidar la función fundamental  del Estado, que es velar por el bien común, dentro del cual ocupa un lugar destacado la paz social. El esfuerzo que el Estado puede hacer para evitar los conflictos sociales, y concretamente en las relaciones laborales, es un bien que debe ser garantizado.





La Dirección del Trabajo que tradicionalmente intervino en los conflictos del trabajo daba confianza  a los trabajadores. Así le consta a Su Señoría que por muchos años se desempeñó  en la ENAP y, además, ocupó cargos como dirigente sindical de sus trabajadores, en que frecuentemente los propios sindicatos, pese a tratarse de una empresa estatal, solicitaban informes de la Dirección del Trabajo, aun cuando pudiera presumirse que por ser funcionarios del Estado emitirían opinión favorable a éste y no en beneficio de los trabajadores.





Agregó Su Señoría, que hay que tener confianza en los organismos del Estado para que la sociedad funcione. Las autoridades son elegidas políticamente, y éstas, junto con los funcionarios de los servicios públicos, están para servir a la comunidad, por lo que debe haber un esfuerzo para hacer confianza en ellos. Por lo demás, existe la correspondiente fiscalización por los Poderes del Estado y la que efectúa la comunidad, ya que en democracia esto es posible. La paz social que vivimos está acumulando tensiones y no es bueno esperar que se produzcan los conflictos para abordarlos. Hay que actuar preventivamente y este proyecto va en este sentido.





Por todo lo anterior, Su Señoría anunció que votaría favorablemente la iniciativa de ley, sin perjuicio de los perfeccionamientos que puedan introducirse en relación a las normas específicas que ella propone.





El Honorable Senador señor Calderón expresó que un mínimo diagnóstico de la realidad actual indica que hay incumplimiento de las leyes laborales, incluso los propios empresarios reconocen que un pequeño grupo de ellos no cumple a cabalidad con la legislación laboral, opinión que Su Señoría no comparte, en el sentido de que el incumplimiento de la ley laboral es mucho mayor del que se reconoce por el sector empresarial, más aún si se tiene en consideración la situación de los trabajadores de las empresas contratistas o subcontratistas, a que se ha referido el Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio. Como ejemplos se puede mencionar la situación de la ENAP, y la de los trabajadores de los sectores pesquero y forestal. Es evidente la necesidad de fortalecer los Servicios del Trabajo, para que se efectivamente se cumplan las leyes y se respeten los derechos de los trabajadores.





Por otra parte, resaltó el señor Senador, en el país se aprecia que hay un descontento por parte de los trabajadores, tanto en la materia reseñada como en otros ámbitos de la relación laboral. Si esta situación continúa en el largo plazo influirá negativamente en el desarrollo general del país.





En cuanto a la conciliación, propuesta en el proyecto en materia de negociación colectiva, se trata de un procedimiento que tiende a disminuir la conflictividad, ya que justamente está concebido para evitar la huelga y distender las relaciones laborales.





En consecuencia, el Honorable Senador señor Calderón señaló que concurriría a respaldar el proyecto de ley en análisis, por las razones ya expresadas, lo que no obsta a que esta iniciativa pueda ser objeto de enmiendas que la perfeccionen.





- Puesto en votación en general el proyecto, se aprobó, por tres votos a favor, uno en contra y una abstención. Votaron por la afirmativa los HH. Senadores señores Calderón, Ruiz De Giorgio y Thayer, por la negativa el H. Senador señor Prat, y se abstuvo el H. Senador señor Urenda.

--------

DISCUSION PARTICULAR

Artículo primero





Modifica, a través de diez numerales, el Código del Trabajo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1994, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

Número 1.





Agrega un inciso tercero, nuevo, al artículo 184 del Código del Trabajo.





Esta disposición, contenida en el Libro II denominado "De la protección a los trabajadores", establece la obligación del empleador, en cuanto a tomar las medidas necesarias para proteger la vida y la salud de los trabajadores, manteniendo las condiciones de higiene y seguridad en las faenas, como también los implementos necesarios para prevenir accidentes y enfermedades profesionales. Del mismo modo, debe procurar los elementos para que los trabajadores, en caso de uno de estos siniestros, accedan oportunamente a la atención médica, hospitalaria y farmacéutica.





El inciso que se agrega tiene por objeto disponer que corresponderá también a la Dirección del Trabajo fiscalizar el cumplimiento de las normas de higiene y seguridad en el trabajo, sin perjuicio de las facultades conferidas a otros servicios del Estado, de acuerdo a las leyes que los rigen.





- Vuestra Comisión aprobó el Nº1, con los votos favorables de los HH. Senadores señores Calderón, Ruiz De Giorgio y Thayer y el voto por la negativa del H. Senador señor Prat.





El Honorable Senador señor Thayer fundó su voto favorable en que esta norma corresponde sustancialmente a lo establecido actualmente en el artículo 190 del Código del Trabajo, que las facultades del Título I del Libro II de esta legislación son en general de competencia de la Dirección del Trabajo, sin perjuicio de las que corresponden a otros servicios públicos, y que, además, las indicaciones presentadas por el Ejecutivo para sustituir el texto del artículo 190 por el del artículo 191, sin enmiendas, y regular las aludidas facultades en el nuevo texto del artículo 191, constituyen un adecuado tratamiento de esta materia, como se verá en su oportunidad.





El Honorable Senador señor Prat fundamentó su votó por la negativa, en las razones que sobre esta materia expresó Su Señoría en la discusión general del proyecto, consignadas en la parte pertinente de este informe.





El Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio fundó su voto favorable, en el planteamiento que ya formuló Su Señoría con motivo de la  discusión general de esta iniciativa, en lo que respecta a higiene y seguridad en el trabajo.

o o o





A continuación, la Comisión consideró la indicación presentada por el Ejecutivo, que reemplaza el texto del artículo 190 por el del artículo 191, sin modificaciones.





Esta última disposición contempla la facultad de los Servicios de Salud para fijar en cada caso las reformas de higiene y seguridad que los trabajos y la salud de los trabajadores aconsejen, pudiendo disponer que funcionarios competentes visiten los establecimientos respectivos,  a fin de fijar el plazo dentro del cual  deben adoptarse las indicadas medidas.





- Vuestra Comisión aprobó la indicación del Ejecutivo, por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señores Calderón, Prat, Ruiz De Giorgio y Thayer.

o o o 





Seguidamente, la Comisión analizó la indicación del Ejecutivo que propone un nuevo texto para el artículo 191 del Código del Trabajo, integrado por cuatro incisos.





El inciso primero señala que las disposiciones de los tres artículos anteriores se entenderán sin perjuicio de las facultades de fiscalización que en la materia corresponden a la Dirección del Trabajo.





Cabe consignar que dichas normas  serían los artículos 188, 189 y 190, siendo el texto de este último el que actualmente figura como artículo 191, y que pasa a ser artículo 190 en conformidad a la indicación presentada por el Ejecutivo y que la Comisión aprobó precedentemente.





El inciso segundo prescribe las acciones que constituyen la facultad de fiscalización de la Dirección del Trabajo, en materia de higiene y seguridad: impartir las instrucciones que importen la reforma o el establecimiento de medidas mínimas para que las máquinas, instalaciones, equipos e instrumentos de trabajo cumplan con las normas técnicas de seguridad correspondientes, pudiendo además, cursar multas cuando se constate infracción por negligencia inexcusable o rebeldía a cumplir las instrucciones impartidas  por funcionario competente. La Dirección del Trabajo podrá, además, en uso de esta función, prestar orientación para prevenir o reducir riesgos que afecten la vida, integridad física, salud o bienestar de los trabajadores en los centros, obras o puestos de trabajo.





El inciso tercero preceptúa que cuando uno de los servicios facultados para fiscalizar materias de seguridad e higiene, se constituya en visita inspectiva en un centro o puesto de trabajo, excluirá a lo demás, que deberán abstenerse de intervenir, con excepción de que el Servicio que hubiera prevenido, por la especialidad o especificidad de la materia inspeccionada, requiera expresamente la emisión de informes o una inspección de otro u otros órganos competentes.





El inciso cuarto faculta al Presidente de la República para dictar un reglamento que fije las normas para la coordinación del ejercicio de las competencias de los órganos administrativos, a que se refiere el Título I del Libro II del Código del Trabajo.





La señora Directora del Trabajo manifestó que el nuevo texto que el Ejecutivo propone para el artículo 191, en lo relativo a las facultades de la Dirección del Trabajo en materia de higiene y seguridad, recoge las observaciones surgidas en la discusión de este proyecto en el primer trámite constitucional en la H. Cámara de Diputados. Estos planteamientos estuvieron enfocados a evitar colisiones de competencias y superposición de funciones que se podrían producir entre los organismos públicos,  en la fiscalización de la normativa sobre higiene y seguridad en el trabajo, como también a una posible falta de formación técnica actual de los funcionarios de la Dirección del Trabajo para avanzar en la fiscalización pertinente.





Por lo anterior, la normativa propuesta en la indicación del Ejecutivo contempla una regulación que reduce el ámbito de acción de fiscalización de la Dirección del Trabajo en la materia en análisis. Además, incluye normas  que permiten coordinar las distintas acciones a desarrollar por los organismos públicos facultados para fiscalizar el cumplimiento de las disposiciones sobre higiene y seguridad en el trabajo.





El Honorable Senador señor Thayer expresó que concordaba con la indicación del Ejecutivo en sus tres primeros incisos, pero no en el inciso final. El inciso primero le da un real sentido a lo dispuesto en el actual artículo 190 del Código del Trabajo, que estaba mal ubicado, situación ya corregida al aprobar esta Comisión la anterior indicación del Ejecutivo. Los incisos segundo y tercero, permiten definir razonablemente facultades que hoy son  difíciles de precisar, puesto que en la normativa vigente en materia de seguridad e higiene en el trabajo hay competencia de diversos organismos públicos, sin que exista la debida claridad al respecto.





En cuanto al inciso final propuesto en la indicación, Su Señoría hizo presente que debe modificarse su redacción, puesto que no corresponde otorgar facultades que ya tiene el Presidente de la República, en uso de su potestad reglamentaria, cuales son dictar reglamentos para coordinar la acción de los órganos de la administración. Incluso, bajo este punto de vista, la disposición propuesta por el Ejecutivo sería innecesaria. Debe entenderse que lo que se desea es explicitar que habrá la debida coordinación.





Por lo anterior, el señor Senador propuso una nueva redacción de este inciso final, para señalar que lo dispuesto en los incisos anteriores es sin perjuicio de las facultades del Presidente de la República, para dictar los reglamentos que fijen las normas  para la coordinación en el ejercicio de las competencias de los órganos administrativos que concurren a cumplir las funciones respectivas.





El Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio manifestó que son pertinentes los planteamientos que ha hecho el Honorable Senador señor Thayer, en primer lugar porque es necesaria la debida coordinación de los organismos públicos llamados a fiscalizar las normas sobre higiene y seguridad en el trabajo, pues ello evitará una duplicidad en el ejercicio de funciones respecto a una misma materia, o una sobrefiscalización en determinados centros de trabajo. En segundo término, en lo que atañe a la dictación de reglamentos por el Presidente de la República en esta materia específica, no cabe duda que ello es parte de su potestad reglamentaria, por lo que su explicitación en el inciso final debe efectuarse con la nueva redacción que se ha propuesto para esa disposición.





El Honorable Senador señor Calderón expresó que es necesaria la fiscalización de la Dirección del Trabajo en materias de higiene y seguridad, a fin de asegurar el fiel cumplimiento de las normas generales contempladas en el Libro II, Título I sobre protección de los trabajadores. Además, la indicación del Ejecutivo para incorporar la disposición en análisis regula estas facultades y fija las pautas para una adecuada coordinación con los demás organismos públicos que tienen que intervenir, por lo que no debería haber objeciones respecto a la normativa contemplada en la indicación, incluyendo la modificación al inciso final propuesta por el Honorable Senador señor Thayer.





- La indicación del Ejecutivo, con la modificación de su inciso final reseñada precedentemente, y otras de carácter formal, se aprobó, con los votos favorables de los HH. Senadores señores Calderón, Ruiz De Giorgio y Thayer, y la abstención del H. Senador señor Prat.

o o o 

Número 2.





Reemplaza los incisos tercero, cuarto y quinto del artículo 292 del Código del Trabajo, por cinco nuevos incisos.





El artículo 292 establece las sanciones  y el órgano competente -Juzgados de Letras del Trabajo- para conocer y resolver acerca de las infracciones por prácticas desleales o antisindicales.





El inciso tercero, nuevo, otorga competencia al Director Regional del Trabajo respectivo, para conocer y resolver acerca de las infracciones por prácticas desleales o antisindicales, el cual conocerá de las reclamaciones con los antecedentes que le proporcionen las partes y por los que requiera de oficio.





El inciso cuarto, nuevo, dispone la notificación por cédula de la resolución que recae sobre una reclamación por prácticas desleales o antisindicales, la cual  será efectuada por uno de los funcionarios a que se refiere el inciso tercero del artículo 474 del Código del Trabajo, esto es, por un funcionario de la Dirección del Trabajo o de Carabineros de Chile. 





El inciso quinto, nuevo, establece que la resolución del Director Regional será  reclamable ante el Juzgado de Letras del Trabajo respectivo, dentro del plazo de cinco días hábiles contado desde su notificación. El reclamo se conocerá sin forma de juicio y en única instancia,  debiendo fallarse en un plazo de quince días.





El inciso sexto, nuevo,  establece  un período de prueba de diez días, cuando el Juez lo estime necesario, caso en el cual el plazo para fallar, consignado en el inciso anterior,  se extiende por igual tiempo.





El inciso séptimo, nuevo, prescribe que el Director Regional del Trabajo, en el ejercicio de esta facultad, háyase o no reclamado de su resolución, dispondrá inmediatamente que se subsanen o enmienden los actos que constituyen prácticas desleales o antisindicales, a excepción de las que importen la terminación del contrato de trabajo, caso en el cual, sin perjuicio de aplicar las normas pertinentes, deberá imponer una multa no inferior a una unidad tributaria anual, una vez ejecutoriada la resolución que sancionó la infracción.





El Ejecutivo presentó una indicación para sustituir el inciso séptimo, nuevo, por otro que, manteniendo igual regulación a la descrita en el párrafo precedente, agrega una frase final relativa a que lo anterior es sin perjuicio de la orden de no innovar que, en uso de sus facultades, dicte el tribunal que conozca de la reclamación en contra de la resolución del Director Regional del Trabajo por prácticas antisindicales o desleales.





El Honorable Senador señor Thayer recordó que ya en la discusión general había adelantado su opinión desfavorable a esta disposición. Es un error incorporar a la Dirección del Trabajo una función jurisdiccional, en una materia extremadamente sensible y difícil de precisar. Fue un avance importante en el Código del Trabajo la introducción del principio de las prácticas antisindicales o desleales, pero su determinación precisa es algo nuevo en nuestra legislación, y a ésta se recurrirá cada vez que se estime que se ha incurrido en una práctica desleal.





Su Señoría reconoce el esfuerzo hecho por el Ejecutivo, en la indicación presentada a esta norma, en cuanto a establecer que esta facultad de la Dirección del Trabajo es sin perjuicio de la orden de no innovar que pueden dictar los Tribunales del Trabajo en las reclamaciones de que conozcan de la resolución del Director Regional del Trabajo, pero aún así estima que la disposición no es conveniente en la actualidad. Es posible que en la dinámica de lo que es la legislación laboral, con jurisprudencia acentuada sobre la materia y con el correr del tiempo pueda traspasarse el conocimiento y sanción de las prácticas antisindicales o desleales  del ámbito judicial al administrativo, pero actualmente no se dan las condiciones necesarias para ello.





La señora Directora del Trabajo señaló que si el Ejecutivo ha propuesto una norma con tal contenido, es porque entiende que hay un derecho, elevado a la categoría de garantía constitucional en el artículo 19, Nº 16, de la Constitución Política -derecho a sindicalizarse- que formalmente está resguardado en el ordenamiento jurídico, pero que en la práctica no se cumple.





Si la Dirección del Trabajo no es el ente adecuado, si no están suficientemente objetivados los casos de prácticas antisindicales o desleales, que son tratados separadamente, si es necesario establecer mecanismos de prueba, para todo ello se pueden buscar soluciones. El tema a dilucidar es determinar cómo garantizar que un derecho constitucional sea efectivamente ejercido.





Agregó la señora Directora del Trabajo, que el Ejecutivo se puso en varias situaciones y concluyó que  el caso más difícil de práctica antisindical o desleal, es el que termina con el despido. Puede haber una colisión de las garantías constitucionales contempladas en el artículo 19, Nº 16, de la Constitución Política de la República, entre la libertad de trabajo y la libertad de contratación. Por ello, demostrar si hubo despido porque se ejercieron derechos  colectivos o por necesidades de la empresa, es el gran tema, pero el Gobierno no lo enfocó desde este punto de vista, porque entiende que se requiere flexibilidad en esta etapa de la actividad económica. Si la fórmula propuesta por el Ejecutivo no satisface, hay que buscar otra, algún tipo de presunción legal o la acción de oficio por parte de la Dirección del Trabajo cuando tenga la convicción que está en presencia de una práctica antisindical o desleal. 





El Honorable Senador señor Thayer puntualizó que no veía inconveniente en que si los Servicios del Trabajo, específicamente su Director, observaba represalias, como despedir a un trabajador que participó activamente en un proceso de negociación colectiva u organizar un sindicato, tengan la facultad expresa de formular la denuncia y que la Inspección del Trabajo respectiva se haga parte, ya que el trabajador puede estar inhibido para actuar por sí mismo. Por lo demás, precisó Su Señoría, esta facultad está actualmente vigente, al tenor de lo dispuesto en el artículo 194 del Código del Trabajo, y si se le quiere dar una mayor explicitación, ello puede ser considerado, pero lo que no corresponde es otorgar facultades judiciales en esta materia a los Servicios del Trabajo.





El Honorable Senador señor Prat señaló que reiteraba los conceptos vertidos respecto de esta materia en la discusión general, en orden a que es inconveniente traspasar a la Dirección del Trabajo la competencia que hoy tienen los Tribunales de Justicia en esta materia, por cuanto no se aseguraría un debido proceso cuando quien resuelve es un funcionario del Estado,  cuyo nombramiento y dependencia corresponde a la autoridad política.





El Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio expresó que las prácticas antisindicales o desleales constituyen una de las materias conflictivas que hoy existen en las relaciones laborales. Desafortunadamente estas infracciones se producen mayoritariamente donde no hay sindicatos que puedan asumir la defensa de los trabajadores, situación que no tiene gran relevancia cuando dichas infracciones motivan un juicio del trabajo como producto de una negociación colectiva, en que el sindicato reclama una práctica desleal. En los hechos, su juzgamiento muchas veces resulta inútil, porque cuando falla el Tribunal estableciendo que la práctica fue desleal el proceso de negociación colectiva ha concluido.





Lo preocupante, enfatizó el señor Senador, se refiere a otros materias del Código del Trabajo, fundamentalmente la organización sindical y la afiliación a los sindicatos. Muchas veces los despidos por estos conceptos se encubren con la causal de término de la relación laboral por necesidades de la empresa, o por atrasos o inasistencias. Las leyes se hacen para que se cumplan ciertas normas de relación en la sociedad, y las  actuales normas del Código del Trabajo deben modificarse en lo relativo a las prácticas antisindicales o desleales, pues su regulación contempla muchos elementos subjetivos, tales como la intencionalidad. La ley no debe plantear este tipo de elementos subjetivos sino que situaciones concretas de determinados hechos o circunstancias. Se trata de un tema que habrá que abordarlo, sea con motivo de este proyecto de ley o de otra iniciativa legal. Su Señoría anticipó que estudiará la materia y según el mérito  de la misma formulará en su oportunidad las indicaciones correspondientes, puesto que los elementos subjetivos que actualmente contemplan las disposiciones legales, son posiblemente una de las causas por lo cual en los Tribunales de Justicia no se han producido sentencias sancionatorias de estas infracciones, dada la dificultad de probarlas.





Si bien es cierto la disposición propuesta no es una solución integral al problema, constituye un paliativo del mismo, puesto que habrá un criterio distinto para discernir respecto a que constituye una práctica antisindical o desleal, y ello ayudará a favorecer los derechos de los trabajadores. Por ello, Su Señoría anunció que votará favorable la norma del proyecto con la indicación del Ejecutivo.





El Honorable Senador señor Calderón expresó que aprobaba la disposición propuesta en esta iniciativa de ley, por cuanto se trata de una regulación que contribuirá a normalizar las relaciones laborales. Hay una normativa sobre prácticas desleales que no se cumple, y ello es una realidad de las relaciones laborales en las distintas regiones del país. Además, debe tenerse presente que con la indicación presentada por el Ejecutivo, en cuanto a que los Tribunales del Trabajo tendrán la facultad de dictar orden de no innovar al conocer de las reclamaciones en contra de la resolución del Director Regional del Trabajo sobre prácticas desleales, se salvan las inquietudes planteadas sobre la materia, por cuanto será el Tribunal quien resuelva en definitiva, sin que antes se adopte ninguna acción decisiva al respecto.





- Vuestra Comisión rechazó este número 2.- y la indicación del Ejecutivo, por tres votos en contra y dos a favor. Votaron por la negativa los HH. Senadores señores Prat, Thayer y Urenda, y por la afirmativa los HH. Senadores señores Calderón y Ruiz De Giorgio.

Número 3.





Sustituye el inciso primero del artículo 294 por otro, para disponer que cualquier interesado podrá denunciar conductas antisindicales y desleales y cualquiera organización sindical interesada podrá ser parte en las reclamaciones formuladas por las infracciones al Capítulo IX  del Libro III del Código del Trabajo, denominado "De las prácticas desleales o antisindicales y de su sanción". Recibida la denuncia por el Director Regional del Trabajo, éste deberá seguir la diligencia de oficio hasta agotar la investigación y dictar la resolución correspondiente.





- Se rechazó por tres votos en contra de los HH. Senadores señores Prat, Thayer y Urenda, y dos a favor de los HH. Senadores señores Calderón y Ruiz De Giorgio.

Número 4.





Suprime la oración final del inciso segundo del artículo 294 del Código del Trabajo. Este inciso obliga a la Dirección del Trabajo a llevar un registro de las sentencias  condenatorias por prácticas antisindicales o desleales, debiendo, además, publicar cada semestre la nómina de las empresas y de las organizaciones sindicales infractoras que sean reincidentes.  La frase que se propone eliminar señala que para este efecto, el Tribunal enviará a la Dirección del Trabajo copia de los fallos respectivos.





- Fue rechazado por tres votos en contra y dos a favor. Lo desecharon los HH. Senadores señores Prat, Thayer y Urenda, y lo respaldaron los HH. Senadores señores Calderón y Ruiz De Giorgio.

Número 5.

(Pasa a ser número 4)





Incorpora un artículo 373 bis, nuevo, al Código del Trabajo. Esta disposición consta de tres incisos.





El inciso primero establece el derecho de cualquiera de las partes de una negociación colectiva para que, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes de acordada la huelga, sin que se haya recurrido a la mediación o al arbitraje voluntarios, solicite al Inspector del Trabajo competente la interposición de sus buenos oficios, con el objeto de facilitar el acuerdo entre ellas y obtener el término de la negociación colectiva.





El inciso segundo dispone que el Inspector del Trabajo podrá, para cumplir con su cometido, citar a las partes conjunta o separadamente, las veces que lo estime necesario, con la finalidad de acercar posiciones y posibilitar las bases de acuerdo para la suscripción del contrato colectivo.





El inciso tercero prescribe que transcurridos cinco días desde que fuere solicitada la intervención del Inspector del Trabajo, sin que las partes lleguen a un acuerdo, aquél dará por terminada su labor y el proceso de negociación seguirá según lo establecido en el artículo 374 del Código del Trabajo.





El Ejecutivo presentó una indicación para intercalar un inciso tercero, nuevo, a fin de disponer que en la primera citación que efectúe el Inspector del Trabajo en el procedimiento de buenos oficios, éste deberá dar a conocer a las partes las disposiciones legales sobre mediación y arbitraje voluntarios en materia de negociación colectiva, instándolas a utilizar alguno de estos medios de solución de conflictos y, además, acompañarles una nómina del cuerpo arbitral.





Vuestra Comisión efectuó un detenido análisis de la disposición propuesta, tanto en lo relativo a sus aspectos generales, como a la normativa específica que plantea.

A.- Aspectos generales.





La señora Directora del Trabajo manifestó que el real sentido de esta disposición es dar lugar a  una instancia más para suspender la fecha de inicio de una huelga, ya que la ley orgánica del Servicio actualmente le otorga facultades para intervenir con el objeto de prevenir y ayudar a la solución de los conflictos colectivos, y así efectivamente lo hace. Además, cabe destacar que desde 1990 a la fecha no se ha utilizado ninguna vez la mediación y el arbitraje establecidos en el Código del Trabajo, salvo los casos en que la ley no permite la huelga, y aún en esta situación su ocupación es casi nula.





El Honorable Senador señor Thayer señaló los Servicios del Trabajo actúan hoy en día en la negociación colectiva con resultados generalmente positivos, en alguna medida porque su intervención no es impuesta. Si se quiere facultar a los Servicios del Trabajo para suspender la huelga, cuando se estime que no se han agotado las posibilidades de un acuerdo, es un tema interesante, ya que muchas veces un mal manejo de los hechos precipita una paralización que pudo evitarse, pero la norma debería perfeccionarse  a fin de especificar este objetivo.





Agregó Su Señoría, que  la orientación del mundo actual se dirige a un protagonismo cada vez mayor de las partes directamente interesadas, y a una menor intervención del Estado. En esta norma hay un juicio de valor acerca de la situación de Chile en la actualidad. El mundo laboral siente hoy que la huelga es un hecho negativo, con más fuerza que antes, ya que perjudica tanto a los empleadores como a los trabajadores. Que en este proceso el Estado tenga la posibilidad, a petición de una de las partes del conflicto, de calificar si hay alguna alternativa a la huelga, es positivo. Si bien es cierto la norma implica algún riesgo por la intervención de un órgano estatal, ello es preferible a la opción de una huelga, ya que la intervención del Estado es puramente suspensiva, sin que pueda proponer una solución alternativa.





El Honorable Senador señor Urenda expresó que lo trascendente de la norma es que otorga a cualquiera de las partes la facultad de solicitar lo que se denomina los buenos oficios, y que ocurrido ello, dada la redacción de esta disposición, la Inspección del Trabajo está obligada a cumplir la función que se le encomienda. Reafirma lo anterior, que el inciso tercero expresa que “Transcurrido cinco días desde que fuere solicitada su intervención” y no  efectúa alusión alguna a que esta solicitud tenga que ser aceptada.

No es concebible que la autoridad requerida a intervenir en esta o en cualquiera otra materia tuviera la facultad de negarse a hacerlo. Si el propósito de la disposición fuere no hacer obligatoria la intervención de la Inspección del Trabajo, la norma debiera señalarlo expresamente.





Por lo demás, agregó Su Señoría, la disposición tiene el inconveniente de que quien interpone sus buenos oficios es una autoridad, y ésta puede ejercerla. Puede imponer multas a la parte que no concurra a la citación y, además, si el Inspector del Trabajo formula una solución al conflicto y es rechazada, puede ser un factor que enturbie las relaciones posteriores de este funcionario con las partes del conflicto.





El Honorable Senador señor Prat  expresó que tanto los empleadores como los trabajadores perciben fácilmente las consecuencias de una huelga. Es momento de confiar en que estos actores son capaces de comprender sus consecuencias, y por el contrario, en la medida en que se crean instancias, se aleja a  las partes de esta convicción. El acuerdo directo de éstas siempre será más fructífero que las disposiciones que una ley pretenda establecer en esta materia. 





Agregó el señor Senador, que las bondades de la normativa vigente en negociación colectiva consisten en que la intervención del Estado se encuentra en la definición de un procedimiento que ordena la relación entre las partes. La norma en análisis altera esta situación e introduce la intervención directa del Estado, por lo que va en contra del signo de los tiempos. Por lo demás, la ciudadanía se acomoda a las situaciones de huelga, por lo que ésta pierde eficacia como una herramienta de presión indebida. En consecuencia, la huelga importa cada vez menos a la sociedad -que está protegida por la complejidad del mundo actual- y más a las partes directamente involucradas, por lo que la solución de los conflictos debe estar radicada en ellas. La norma en análisis será un obstáculo para la búsqueda de los acuerdos, que mientras antes se produzcan es mejor. La presencia del ente estatal, extraño al conflicto, distraerá a las partes de la percepción de que la solución debe ser alcanzada directamente por ellas.





Su Señoría hizo presente que el artículo 374 del Código del Trabajo ya contempla un procedimiento para obviar la huelga cuando no se hayan agotado los mecanismos para llegar a un acuerdo. Si se aprobare la norma en estudio, sólo se postergará la solución de los conflictos por cinco días más, ya que las partes en forma natural tienden a usar todos los elementos que tienen en un proceso de negociación colectiva, por lo que extremarán el conflicto para llegar a la interposición de los buenos oficios de la Dirección del Trabajo.





Por último, puntualizó el señor Senador, es necesario profundizar acerca de las implicancias de que la disposición sea facultativa, porque el ejercicio de la gestión por el ente público, tendría el efecto de encontrar o no la razón a una de las partes.





El Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio señaló que los que tienen derecho a huelga son los trabajadores y esta disposición posterga el ejercicio de este derecho. En consecuencia, los perjudicados con la norma podrían ser los propios trabajadores. Sin embargo, cualquier postergación en pos de un acuerdo es positiva, ya que siempre es conveniente evitar una huelga, que daña tanto a los trabajadores como a la empresa. Por lo demás, la mayoría de los sindicatos no cuentan con asesoría jurídica, por lo que la intervención del Inspector del Trabajo ayudará a solucionar el conflicto, y si finalmente no hay acuerdo de las partes, el proceso de negociación  colectiva continuará conforme a las normas del Código del Trabajo. Hay que tener en consideración que el país vive una transición, donde hay un proceso de adecuación para ejercer derechos que durante años estuvieron restringidos. El incremento de los conflictos en el campo laboral es la consecuencia de lo que ocurre en el país, en que hay  sectores que no están en el mundo político, pero que tienen representación en el mundo social, y en el que buscarán generar un protagonismo que no tienen. Si existe la posibilidad de establecer herramientas para evitar estos conflictos, es necesario implementarlas.





El Honorable Senador señor Calderón señaló que la disposición regula una situación vigente. Existe consenso en que el conflicto daña las relaciones laborales, sobre todo en la concepción actual, en que los trabajadores se identifican con la empresa en que laboran. Sin embargo, la norma en estudio se refiere a la situación que se produce cuando ya se han deteriorado las relaciones al interior de la empresa y la huelga es inminente, por lo que es imprescindible la intervención de un tercero, ya que en ocasiones la asamblea puede decidir la huelga sin haber agotado previamente todas las instancias de diálogo. Es necesario eludir el conflicto, lo que es beneficioso y muy de acuerdo con la época que vivimos, ya que en una economía globalizada como la actual, la huelga es mucho más perjudicial y perturbadora que hace años atrás, y en mayor medida lo es para la empresa.

B.- Aspectos específicos.





El Honorable Senador señor Urenda preguntó a la representante del Ejecutivo qué aplicación le ha dado la Dirección del Trabajo a la letra e) del artículo 1º de la ley orgánica del servicio, que le encomienda la realización de toda acción tendiente a prevenir y resolver los conflictos del trabajo.





La señora Directora del Trabajo expresó que los conflictos del trabajo pueden tener carácter individual o colectivo, y que el Servicio atiende cotidianamente los primeros. La Dirección se ha empeñado en los últimos años en asumir una tarea que no sea puramente fiscalizadora, sino más bien de acercamiento e internalización por las partes de la necesidad del cumplimiento de las normas laborales. Incluso en materia de infracciones se ha optado más por la instrucción que por la sanción inmediata. Es verdad que el Servicio tiene una tradición de la sola tutela de los derechos del trabajador, pero la nueva orientación es atender a las dos partes de la relación laboral con el objeto de potenciar la prevención del conflicto. Se requerirá del transcurso del tiempo para consolidar esta línea de acción.





El Honorable Senador señor Thayer preguntó a la señora representante del Ejecutivo acerca de la razón para utilizar la expresión “buenos oficios” en la disposición en análisis, teniendo presente que si bien se ocupa en el derecho internacional, ello no ocurre en nuestro país, puesto que el Código del Trabajo emplea los conceptos de conciliación y de mediación.





La señora Directora del Trabajo respondió que ello ha obedecido a evitar que se pueda entender que la disposición entregará a los Servicios del Trabajo un papel  activo en esta materia, puesto que por conciliación comúnmente, y no en un lenguaje técnico, se entiende acercar posiciones de las partes desempeñando justamente el señalado rol. Por otra parte, la mediación implica incluso formular proposiciones distintas  a las consideradas por las partes. Siendo esta una materia sensible, se ha querido evitar que se piense que se desea entregar a la Dirección del Trabajo un rol interventor que pueda torcer la libre voluntad de las partes, y por ello se usa el término buenos oficios, si bien en doctrina se trata de una conciliación. No obstante, en ningún caso podría entenderse que buenos oficios implica más facultades que las que actualmente tienen los Servicios del Trabajo.





El Honorable Senador señor Prat preguntó a la señora Directora del Trabajo, qué ocurre si los Servicios del Trabajo citan a las partes de un conflicto y alguna de ellas no concurre.





La señora Directora contestó que en estos casos la Dirección usa su facultad de imperio, ya que la citación a las partes es un acto de autoridad. La no concurrencia, por lo tanto, tiene una sanción. No obstante, en la hipótesis que plantea  el artículo en discusión, es importante connotar que solicitada la intervención del Inspector del Trabajo, éste concurrirá en la medida que el Servicio estime que no está siendo utilizado con fines ajenos a los que busca la disposición. Ha ocurrido que en algunos procesos de negociación colectiva los trabajadores no han entendido la fórmula propuesta por la empresa y la intervención del Inspector del Trabajo ha sido fundamental para su explicación y para la solución del conflicto. En otras ocasiones los trabajadores no dan crédito a lo que la empresa les señala en término de sus dificultades para mejorar la oferta, o también sucede que los dirigentes sindicales están muy polarizados y las bases no reciben toda la información. Por ello, la norma propuesta en el proyecto hay que mirarla en el sentido de potenciar la autonomía de las partes para decidir una solución del conflicto.





En la sesión siguiente de la Comisión, la señora Directora del Trabajo formuló una proposición destinada a recoger las inquietudes y planteamientos surgidos al analizar las normas del artículo 373 bis, nuevo. Esta propuesta esta referida a los siguientes aspectos:





1.- Mantener el uso de la expresión "buenos oficios" en el inciso primero, por las razones que la señora Directora expresó en la parte inicial del análisis de la disposición, e incorporarla también en la modificación del artículo 374 del Código del Trabajo -propuesta en el Nº 6 del artículo 1º del proyecto- en reemplazo del término "conciliación", a fin de uniformar los conceptos en ambas disposiciones.





2.- Agregar un inciso segundo, nuevo, para explicitar que la solicitud que hará una de las partes para pedir los buenos oficios del Inspector del Trabajo, se efectuará por escrito y el solicitante deberá contraer el compromiso de someterse de buena fe a la gestión correspondiente.





3.- Incorporar una oración final en el inciso segundo -que pasaría a ser inciso tercero-, a fin de señalar que en ningún caso el Inspector del Trabajo podrá formular un proyecto alternativo, debiendo limitar su actividad a promover formulas de acuerdo emanadas de las partes.





Los Honorables Senadores señores Calderón, Ruiz De Giorgio y Thayer concordaron en lo relativo a utilizar la expresión "buenos oficios", pero estimaron pertinente sólo consignar en el inciso primero que la solicitud deberá presentarse por escrito, puesto que lo relativo al compromiso a contraer por el solicitante resulta innecesario, ya que si se pide la instancia de los buenos oficios del Inspector del Trabajo es justamente con la intención de superar las diferencias y evitar la huelga.





En cuanto a la frase final que se agregaría al inciso segundo, Sus Señorías estimaron necesario precisar que el Inspector del Trabajo no podrá presentar o proponer un proyecto alternativo ni nuevas fórmulas de acuerdo, por cuanto ambas formar de actuar son propias de las partes.





El Honorarable Senador señor Prat valoró la proposición formulada por la Directora del Trabajo, como también las correcciones que la mayoría de la Comisión les introduce, pero expresó que ello no altera su opinión contraria a la disposición en análisis, que Su Señoría ya hizo presente en la discusión general del proyecto. Agregó el señor Senador, que el actual procedimiento de negociación colectiva esta suficientemente reglado y radicado por naturaleza en la autonomía de las partes que tienen un interés común de llegar a un pronto acuerdo. Por ello, introducir un factor extraño, cual es la intervención del Inspector del Trabajo, sólo provocará que se extreme el conflicto, en sus etapas anteriores, a la espera de que éste se solucione en la instancia en que intervendrá este tercer actor.





El Honorable Senador señor Thayer resaltó que, en su concepto, en la consideración de la huelga siempre habrá un interese social comprometido que va más allá del interes de las partes que negocian colectivamente, por lo que cualquier esfuerzo para evitarla será positivo. La legislación actual contempla situaciones graves en que la huelga está prohibida y corresponde el arbitraje obligatorio, y otras de menor gravedad en que producida la huelga - o el lock-out en su caso - se puede decretar la reanudación de faenas. Ello no es óbice para no considerar otras situaciones de menor influencia en las actividades del país o requerimientos de la población, que ameriten una gestión de buenos oficios que conduzca a evitar la huelga.





- Puesto en votación el Nº 5 del artículo 1º y la indicación del Ejecutivo, con las modificaciones reseñadas anteriormente, se aprobaron, con el texto que se consignará en su oportunidad, por tres votos a favor de los HH. Senadores señores Calderón, Ruiz De Giorgio y Thayer, y el voto en contra del H. Senador señor Prat. 





·El Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio fundó su voto favorable, en que se trata de una relación en que es apropiado hacer todos los esfuerzos para respetar algo que puede ser superior al interes de las partes y que es el bien común, y por ello la intervención de la autoridad es positiva puesto que redundará en que no se haga efectiva la huelga.





El Honorable Senador señor Calderón fundamentó su voto por la afirmativa en que la gestión de los buenos oficios permitirá evitar una situación conflictiva, como es la huelga, y ello beneficiará a los trabajadores, a la empresa y a la comunidad.

Número 6.

(Pasa a ser número 5)





Sustituye el inciso primero del artículo 374 por otro que dispone que, acordada la huelga, o concluido el procedimiento de conciliación del artículo anterior, aquella deberá hacerse efectiva al inicio de la respectiva jornada del tercer día siguiente a la fecha de su aprobación, o de conclusión del citado procedimiento, según corresponda. El referido plazo podrá prorrogarse, por acuerdo de las partes, hasta por otros diez días.





- Se aprobó con la sola enmienda de sustituir la palabra "conciliación" por la expresión "buenos oficios", por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Calderón, Ruiz De Giorgio y Thayer.

Número 7.





Reemplaza los incisos tercero y cuarto del artículo 389 del Código  del Trabajo, por sendos incisos nuevos.





El inciso tercero, nuevo, establece la competencia del Director Regional del Trabajo respectivo para conocer y resolver, cuando corresponda, acerca de las infracciones por prácticas desleales en la negociación colectiva que están consignadas en los artículos 387 y 388. Conocerá con sujeción a las normas del nuevo texto del artículo 292 del Código del Trabajo, propuesto en este proyecto de ley. Las partes interesadas podrán formular la denuncia directamente ante aquel funcionario.





El inciso cuarto, nuevo, dispone que el Director Regional del Trabajo, en el ejercicio de esta facultad, háyase o no reclamado de su resolución, deberá ordenar inmediatamente que se subsanen o enmienden los actos que constituyan prácticas desleales, e imponer la multa que señala el inciso primero de este artículo -de una unidad tributaria mensual a diez unidades tributarias anuales- cuando esté ejecutoriada la resolución que sancionó la infracción, pudiendo reiterar las multas hasta el cese de la misma.





S.E. el Presidente de la República presentó una indicación para agregar una frase final al inciso cuarto, nuevo, descrito precedentemente, a fin de preceptuar que lo anterior es sin perjuicio de la orden de no inmnovar que, en uso de sus facultades, dicten los tribunales que conozcan de la reclamación a que alude el artículo 292 del Código del Trabajo, en el nuevo texto propuesto en el artículo 1º, Nº 2, de este proyecto de ley.





La Directora del Trabajo hizo presente que actualmente existen prácticas desleales en materia de negociación colectiva.  Así por ejemplo, cuando los empleadores extienden unilateralmente los beneficios del contrato colectivo a trabajadores individuales no considerados en la negociación colectiva, deben pagarse por estos trabajadores una cuota del 0,35% como aporte al sindicato al que están afiliados.  La Dirección efectúo un muestreo de 39 casos relativos a esta situación, comprobando que en 19 de ellos no se hicieron los descuentos para cumplir con el señalado pago. La Dirección actualmente puede instruir que se paguen dichas cuotas pero no tiene facultades para imponer multas si ello no se cumple.  Cabe connotar que a los trabajadores y sus organizaciones les es muy difícil denunciar y seguir un juicio por las prácticas desleales en la negociación colectiva, pues ello importa una posibilidad cierta de deterioro de las relaciones con el empleador y, además, como en la negociación colectiva se otorgan los que se denominan beneficios alternativos, ello inhíbe a los trabajadores el denunciar dichas infracciones.





Agregó la señora Directora, que es muy significativo que normas que ya tienen tres años de vigencia no hayan motivado el juzgamiento de prácticas desleales, en circunstancias que las hay, por lo que resulta conveniente radicar su conocimiento, en una primera instancia, ante la Dirección del Trabajo.





El Honorable Senador señor Thayer señaló que reiteraba los argumentos entregados anteriormente, en orden a mantener el conocimiento de las prácticas desleales en los Tribunales del Trabajo. Enfatizó que la misión de la Dirección del Trabajo debe ser de prevención y de fiscalización, en relación a la normativa laboral, pero no la de juzgar una materia que por sus características corresponde a los Tribunales de Justicia.





El Honorable Senador señor Prat reiteró los argumentos que respecto a este tema expresara en la discusión general del proyecto, los que, entre otros aspectos, llevaron a Su Señoría a pronunciarse por el rechazo, en general, de esta iniciativa de ley.





El Honorable Senador señor Urenda manifestó que incluso hay aquí un aspecto de índole constitucional, por cuanto los Directores Regionales del Trabajo no son tribunales.  En consecuencia, entregarles el juzgamiento de estas infracciones contraría lo dispuesto en el artículo 73 de la Constitución Política, que dispone que la facultad de conocer las causas civiles y criminales, de resolverlas y de hacer ejecutar lo juzgado, pertenece exclusivamente a los tribunales establecidos por la ley. Precisamente, por ello el Código del Trabajo entrega a la judicatura especial del trabajo el conocimiento y resolución de estas causas.





Por otra parte, agregó el señor Senador, los Directores Regionales del Trabajo no son necesariamente abogados, lo que dificultaría el adecuado conocimiento para juzgar si se han cometido o no prácticas desleales.





Los Honorables Senadores señores Calderón y Ruiz De Giorgio manifestaron que daban por reproducidos los argumentos favorables que Sus Señorías expresaron, tanto en la discusión general del proyecto como al debatirse en particular el numeral 2 del artículo 1º, relativo a prácticas antisindicales o desleales.





- Puesto en votación el Nº 7, con la indicación del Ejecutivo, se rechazó por tres votos en contra y dos a favor.  Votaron por la negativa los HH. Senadores señores Prat, Thayer y Urenda, y por la afirmativa lo hicieron los HH. Senadores señores Calderón y Ruiz De Giorgio.

Número 8.

(Pasa a ser número 6)





Agrega los incisos segundo y tercero, nuevos, al artículo 476 del Código del Trabajo.





Este artículo entrega a la Dirección del Trabajo, la fiscalización  de las normas laborales y su interpretación, sin perjuicio de las atribuciones de otros servicios administrativos, de acuerdo a las leyes que los rijan.





El inciso segundo, nuevo, es para establecer que el Director del Trabajo podrá, mediante resolución fundada en circunstancias calificadas, encomendar labores fiscalizadoras o investir como ministros de fe a funcionarios de otros servicios de la Administración del Estado, con la aprobación del jefe superior de la institución respectiva.





El inciso tercero, nuevo, dispone que la Dirección del Trabajo efectuará las notificaciones por carta certificada, dirigida al domicilio fijado por las partes en el contrato de trabajo respectivo, presumiéndose practicadas al tercer día de enviadas. En el caso de negociaciones colectivas o de instrumentos colectivos de trabajo, las actuaciones se notificarán en el domicilio fijado en el respectivo instrumento o proyecto de instrumento, según corresponda, entendiéndose que las partes están obligadas a realizar en ellos tal mención.





El Ejecutivo presentó una indicación para sustituir el inciso segundo nuevo, reseñado precedentemente, por sendos incisos que tienen por objeto precisar que las labores fiscalizadoras que se podrán encomendar a otros funcionarios de servicios de la Administración del Estado, requerirán de resolución fundada del Ministro del Trabajo y Previsión Social, en circunstancias calificadas; deberán contar con el acuerdo de uno o más Ministros de Estado según corresponda; procederán sólo respecto de sectores laborales de difícil fiscalización; estarán referidas exclusivamente a jornadas de trabajo, descansos y medidas de seguridad que afecten la vida, integridad física o la salud de los trabajadores, y el total de funcionarios de otros servicios a los cuales se podrá investir de estas facultades no podrá superar al 20% de los funcionarios adscritos al escalafón de fiscalizadores de la Dirección del Trabajo. 





El último inciso propuesto en la indicación del Ejecutivo, es para preceptuar que, sin perjuicio de lo establecido en los incisos anteriores, todo funcionario público deberá denunciar ante la respectiva Inspección del Trabajo, las infracciones a lo dispuesto en el Código del Trabajo, de que tome conocimiento en el ejercicio de las funciones que le son propias.





El Honorable Senador señor Thayer manifestó su inquietud acerca de la correspondencia de la disposición en análisis con las normas de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, particularmente su artículo 43, que dispone que el ejercicio de las atribuciones y facultades propias de los servicios públicos podrá ser delegado, sobre las bases que la misma disposición contempla. La letra b) de este artículo señala que los delegados deberán ser funcionarios de la dependencia de los delegantes. En consecuencia, en este caso, los funcionarios  a quienes se delegan facultades fiscalizadoras deberían ser de dependencia del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y no de otra Secretaría de Estado.





Señaló Su Señoría que no obstante comprender la intención de la norma propuesta, no comparte su contenido. Investir a funcionarios de otros servicios de funciones propias de la Dirección del Trabajo, desdibuja la labor de este Servicio y crea una situación ambigua y confusa. Más expeditas son  las comisiones de servicios y, además, está la norma de la letra k) del artículo 55 del Estatuto Administrativo, que establece como una obligación funcionaria la denuncia a la justicia de los crímenes y simples delitos y a la autoridad competente los hechos de carácter irregular de que tome conocimiento el funcionario en el ejercicio de su cargo.





La señora Directora del Trabajo señaló que aparentemente no coincide la norma en estudio con otras disposiciones del proyecto de ley que explicitan u otorgan más facultades al Servicio. La Dirección del Trabajo cuenta con 1.200 funcionarios en el país, 600 de ellos son fiscalizadores, de los cuales 300 están en terreno e igual número cumplen tareas en comparendos y otras funciones en las oficinas de la Institución. Actualmente la Dirección cubre un tercio de las comunas del país y espera, en unos meses más, alcanzar a 70 Inspecciones del Trabajo permanentes y 61 itinerantes.





Agregó que hay dos datos de la realidad que hay que tener en consideración. Uno es la orientación actual de la Administración Pública, en el sentido de mantener reducidos los recursos humanos y otro es la exigencia de la modernidad, en cuanto a utilizar más eficazmente el conjunto de las capacidades de los órganos del Estado. Es desde esta perspectiva que debe analizarse la norma propuesta. Si bien entiende las observaciones del Honorable Senador señor Thayer, el conocimiento de la realidad del país en materia de fiscalización de las normas laborales, sobre todo en lugares apartados geográficamente, hace necesaria la aprobación de la disposición en estudio, ya que frecuentemente las diversas autoridades están requiriendo la acción del Servicio para fiscalizar, y su dotación de personal y recursos son insuficientes para atender dichas solicitudes.





Si el Servicio pudiera delegar labores no propiamente fiscalizadoras, sino que encomendar que en carácter de ministro de fe funcionarios de otros servicios públicos puedan recibir denuncias y realizar comparendos -en los cuales no hay facultad decisoria de la autoridad-, sería una ayuda extraordinaria para la Dirección del Trabajo. La cuestión es determinar cómo, con los recursos existentes, el Servicio llega a los dos tercios de las comunas que hoy en día no son cubiertas adecuadamente por su acción fiscalizadora.





El Honorable Senador señor Thayer señaló que el planteamiento formulado por la señora Directora del Trabajo no encuentra solución en la proposición de la norma en estudio. Su Señoría apoyó en su oportunidad los proyectos de ley que aumentaron el personal de los Servicios del Trabajo, porque está convencido que es uno de los que tiene déficit de recursos humanos y cuya labor, además, está artificialmente recargada, por la excesiva, constante y a veces relativamente útil modificación de la legislación laboral.





En su opinión, hay servicios públicos que tienen funcionarios en exceso y otros en que faltan. Sería interesante considerar la contratación o destinación de personal de la Administración Pública a jornada parcial, a fin de que cumplan funciones en el Ministerio del Trabajo y Previsión Social y en otra Secretaría de Estado. Se trataría de Inspectores del Trabajo a jornada parcial, ya que es posible que no se requiera la jornada completa, pero, obviamente, dependerían del Ministerio del Trabajo y Previsión Social en la mitad de la jornada en que presten funciones en las referidas Inspecciones. Con esto no se alteraría la normas de la citada ley Nº 18.575 y se obviaría una circunstancia poco conveniente, cual es que ejercerían funciones propias de la Dirección del Trabajo funcionarios que dependerían administrativamente de otro servicio público.





El Honorable Senador señor Prat manifestó que coincidía con lo expresado por la señora Directora, en el sentido de que la acción de la Dirección del Trabajo no llega a todos los lugares del país. Sin embargo, la forma en que el proyecto aborda el tema es inconveniente, toda vez que no precisa los requisitos que debe cumplir la persona a quien se le delegan las facultades, ni especifica claramente los aspectos a que se podría referir el acto de delegación, ni las circunstancias objetivas en que procedería. Por eso tiende a coincidir con la solución planteada por el Honorable Senador señor Thayer.





La señora Directora del Trabajo señaló que otros servicios públicos con los cuales se relaciona la Dirección del Trabajo, como el Instituto de Normalización Previsional y el Servicio de Impuestos Internos, tienden a deshacerse de funciones, traspasándolas a los Servicios del Trabajo, para optimizar las que le son propias, ya que todos tienen personal reducido. Por ello no ve factible la solución planteada por el Honorable Senador señor Thayer, que requiere de dos contrataciones a tiempo parcial, y tampoco el utilizar la vía de las comisiones de servicio, pues ellas tienen una duración definida de acuerdo al Estatuto Administrativo. No obstante, coincide con las observaciones del Honorable Senador señor Prat en el sentido de que es necesario precisar la norma en varios aspectos.





El Honorable Senador señor Thayer señaló que es imprescindible tomar en consideración nuestra configuración geográfica, que exige flexibilidad en el cumplimiento de las funciones. Hay zonas en que no hay requerimientos para tener un Inspector del Trabajo a jornada completa y, por lo tanto es posible que cumpla funciones en otro servicio público. Además, hay que tener en consideración que el Ministerio del cual dependen los Servicios del Trabajo, también le competen los asuntos de la seguridad social, materias que cada vez tienen una significación mayor, pero que tienen limitados instrumentos de inspección y de fiscalización.





Posteriormente, S.E. el Presidente de la República hizo llegar una indicación que reemplaza la que el Ejecutivo presentara en su oportunidad a la disposición en análisis. Esta última indicación sustituye el texto aprobado por la H. Cámara de Diputados y agrega al artículo 476 del Código del Trabajo, los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:





"Cada funcionario público deberá denunciar ante la Inspección del Trabajo respectiva, las infracciones a lo dispuesto en el presente Código de que tome conocimiento en el ejercicio de su cargo.





Las notificaciones que realice la Dirección del Trabajo se efectuarán por carta certificada, dirigida al domicilio que las partes hayan fijado en el contrato de trabajo, o en el instrumento colectivo o proyecto de instrumento cuando se trate de actuaciones relativas a la negociación colectiva. Se entenderá practicada la notificación, al tercer día hábil contado desde la fecha de su recepción por la oficina de Correos respectiva, de lo que deberá dejarse constancia por escrito.".





La señora Directora del Trabajo señaló que el Ejecutivo ha presentado esta nueva indicación, por cuanto el tema de entregar determinadas funciones del Servicio a otros funcionarios públicos, se ha estimado de mayor complejidad teniendo presente el debate que en esta Comisión se ha suscitado sobre estas normas. 





Agregó la señora Directora, que los preceptos que se proponen en la indicación tienen relación con la capacidad de la Dirección para poder ejercer eficientemente su labor fiscalizadora. Las denuncias que efectúen a este organismo los funcionarios públicos, en general, permitirán tener una información más completa. En cuanto a las notificaciones, cabe connotar que actualmente un 80% del quehacer cotidiano del Servicio tiene relación con algún tipo de notificación. Por ello, el cambiar el sistema de notificaciones disponiendo que ellas se harán por carta certificada, permitirá liberar aproximadamente un 15% del tiempo de trabajo que se ocupa en labores administrativas.





El Honorable Senador señor Calderón manifestó que no compartía el criterio del Ejecutivo planteado en la indicación, al suprimir las normas que permitían encomendar labores fiscalizadoras o investir como ministros de fe a los funcionarios de otros servicios de la Administración del Estado, pues ello redundaba en una adecuada fiscalización de la normativa laboral. No obstante, Su Señoría manifestó que comprende las razones que llevan al Gobierno a formular esta indicación, teniendo presente el debate de esta disposición en la Comisión. Sin embargo, puntualizó el señor Senador, habida consideración de que un consenso en la materia significará agilizar el despacho de esta iniciativa de ley, y como en alguna medida las disposiciones propuestas en la indicación permitirán avanzar en una mayor fiscalización, votará favorablemente la indicación.





La Comisión resolvió analizar y votar separadamente los dos incisos propuestos en la indicación, a fin de facilitar los acuerdos que se adoptarán en su oportunidad.





En cuanto a la denuncia de infracciones a lo dispuesto en el Código del Trabajo, por parte de los funcionarios públicos ante la Inspección del Trabajo respectiva, la Comisión tuvo presente que la letra k) del artículo 55 de la ley Nº 18.834, Estatuto Administrativo, ya contempla como una de las obligaciones funcionarias denunciar a la justicia los crimenes o simples delitos, y a la autoridad los hechos de carácter irregular de que tome conocimiento en el ejercicio de su cargo. Además, de que lo anterior implica que siendo una obligación funcionaria, su no cumplimiento acarreará las responsabilidades administrativas que correspondan, en conformidad a las normas del propio Estatuto Administrativo





La señora Directora del Trabajo señaló que la norma propuesta en la indicación, no es más que un reforzamiento en el ámbito laboral, de la obligación que ya tienen los funcionarios públicos de denunciar a la autoridad competente los hechos de carácter irregular de que tomen conocimiento en el ejercicio de su cargo. El sentido de la disposición es que, por ejemplo, funcionarios públicos de otros servicios que se encuentren fiscalizando materias que a ellos les competen, al tomar conocimiento de los hechos constitutivos de infracciones al Código del Trabajo, informen a los Servicios del Trabajo, los cuales con sus Inspectores efectuarán la correspondiente fiscalización.





El Honorable Senador señor Prat señaló que la norma propuesta es demasiado genérica, en el sentido de que obligaría a cualquier funcionario público a conocer todas las normas del Código del Trabajo, a fin de poder determinar qué constituye o no infracción a una norma del referido Código.





El Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio expresó que la disposición propuesta en la indicación ya está señalando lo planteado por el Honorable Senador señor Prat, al indicar que se trata de las infracciones de que tome conocimiento el funcionario público en el ejercicio de su cargo, o sea, el funcionario tendrá que calificar si los hechos son o no constitutivos de infracción a una norma del Código del Trabajo.





El Honorable Senador señor Urenda manifestó que en esta disposición debiera reemplazarse el concepto de denuncia por el de informar, pues en realidad se trata de informar hechos. Además, especificar de que son los hechos que, a juicio del funcionario, constituyan infracción a lo dispuesto en el Código del Trabajo. Lo anterior, a fin de evitar que se pueda entender que al hacerse una denuncia por el funcionario público existiría una presunción de verdad respecto al hecho denunciado, pues de acuerdo a la explicación recibida de la señora Directora del Trabajo, ello no es el sentido de la norma propuesta.





Los Honorables Senadores señores Calderón y Ruiz De Giorgio señalaron que se podría reemplazar el concepto de denuncia por el de informar, pero agregar que ello quede a juicio del funcionario público, desdibujaría completamente la disposición, pues le quitaría el carácter imperativo de tener que informar a la autoridad pertinente.





El Honorable Senador señor Urenda recalcó que la expresión "de que tome conocimiento" utilizada en la disposición, ya implica que el funcionario deberá juzgar si el hecho es o no constitutivo de una infracción.





El Honorable Senador señor Prat enfatizó que no resulta apropiado imponer a los funcionarios públicos que no forman parte de la Dirección del Trabajo, el tener un completo conocimiento del Código del Trabajo, pues ello no forma parte de sus funciones. Cualquiera de estos funcionarios sólo por el desconocimiento de dichas normas legales podría aparecer incumpliendo el precepto en análisis y, de consiguiente, una obligación funcionaria.





Al término del debate la Comisión concordó en sustituir la expresión "denunciar", consultada en la indicación, por la de "informar", sin perjuicio de otros perfeccionamientos que se pudieren considerar con motivo del segundo informe de esta iniciativa de ley.





- Puesto en votación el inciso primero de la indicación del Ejecutivo, se aprobó, con la modificación consignada y otras de carácter formal, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Calderón, Prat, Ruiz De Giorgio y Urenda.





En cuanto al inciso segundo de la indicación del Ejecutivo, la señora Directora del Trabajo señaló que dicha indicación recoge algunas observaciones planteadas a la disposición aprobada por la H. Cámara de Diputados, al precisar que la notificación por carta certificada se entiende practicada al tercer día hábil contado desde la fecha de su recepción por la oficina de Correos respectiva.





El Honorable Senador señor Prat señaló que en el caso de muchas faenas ubicadas en lugares apartados, el plazo de tres días hábiles puede resultar exiguo para que los interesados tomen oportuno conocimiento de la notificación que se efectúa.





La Comisión estuvo conteste, en general, con la norma propuesta en la indicación, pero compartiendo la inquietud del H. Senador señor Prat estimó necesario duplicar el plazo desde que se entiende practicada la notificación, esto es, fijarlo al sexto día hábil.





- Con la modificación expresada y otras de carácter formal, vuestra Comisión aprobó el inciso segundo de la indicación del Ejecutivo, por la unanimidad de los miembros presentes, HH. Senadores señores Calderón, Prat, Ruiz De Giorgio y Urenda.

Número 9.

(Pasa a ser número 7)





Sustituye el inciso segundo del artículo 477 del Código del Trabajo.





El inciso primero de este artículo establece la multa a aplicar en el caso de las infracciones al Código del Trabajo y a sus leyes complementarias, cuando no tengan señalada una sanción especial.





El inciso que sustituye al actual inciso segundo tiene por objeto disponer que estas multas se duplicarán en caso de reincidencia dentro de un período no superior a doce meses. Además, establece que constituirá reincidencia el hecho de volver a incurrir el empleador en una infracción de la misma naturaleza, dentro del plazo mencionado y la circunstancia de persistir una vez evacuados todos los recursos administrativos y judiciales, o vencidos los términos para interponerlos, en el incumplimiento que dio origen a la anterior sanción en igual período.





Preocupó a la Comisión la extensión que por su ambigüedad podría tener el concepto de “infracción de la misma naturaleza” que la disposición utiliza para referirse a la reincidencia.





La señora Directora del Trabajo  manifestó que si se considerara ambigua la señalada expresión ella podría acotarse o sustituirse por otra, pero que es necesario modificar el concepto de reincidencia, ya que en la actualidad se estima que no la constituye, por ejemplo, el hecho de que un empleador que no suscribió contrato de trabajo con un trabajador, vuelva a incurrir en esta infracción con respecto a un trabajador distinto. Sin embargo, en justicia la reincidencia existe cuando el empleador vuelve a incumplir la obligación de escriturar el contrato de trabajo, sin importar que sea con respecto al mismo o a otro trabajador, en el período de un año.





El Honorable Senador señor Thayer señaló que no es la solución establecer el concepto de reincidencia que se propone, porque se creará un problema muy complicado en el área punitiva, ya que es necesario que la falta tenga una sanción especificada con anterioridad a su comisión. Las multas siempre tienen un rango de aplicación, por lo que si se estima que éste es estrecho, se puede ampliar.





La señora Directora del Trabajo señaló que actualmente las multas están consultadas de una a diez unidades tributarias mensuales. En virtud de normas internas de la Dirección se aplica un rango para cada infracción. La multa máxima sólo se aplica a casos muy graves. También hay infracciones que no se multan inmediatamente, como el no pago de las horas extraordinarias, en que primero se dejan instrucciones, pero si en una nueva fiscalización aún se mantienen impagas, se impone una multa de hasta cinco U.T.M. La discrecionalidad es básica para el ente fiscalizador que aplica una sanción, a partir de un criterio establecido.





El Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio señaló que tal vez la solución sería la propuesta por el Honorable Senador señor Thayer, esto es, ampliar el rango de aplicación de las multas.





La señora Directora del Trabajo señaló que el tema era delicado porque la Dirección también cursa multas a pequeños empresarios, que no tendrían como solventarlas si fueran muy elevadas. En consecuencia, el criterio de aplicación de la multa también varía dependiendo del tamaño de la empresa.





En la sesión siguiente, la señora Directora del Trabajo manifestó que la Dirección ha efectuado un muestreo de 3.175 empresas, de las cuales 1.044 debieron ser fiscalizadas nuevamente, constatándose en un alto porcentaje, la repetición de las mismas infracciones, o sea, no hay un mejoramiento del comportamiento del infractor, por ello se justifica el cambio propuesto para considerar la reincidencia.





La Comisión estuvo conteste en reemplazar el concepto empleado en la norma propuesta, de una infracción "de la misma naturaleza", dada su amplitud y ambiguëdad, por el de una infracción "a la misma disposición", a fin de precisar que lo que constituirá reincidencia será la infracción de igual precepto de la normativa del Código del Trabajo o de sus leyes complementarias,  independientemente de que se trate de distintos trabajadores de un mismo empleador.





A mayor abundamiento, la Comisión tuvo presente que la expresión "Estas multas", con que se inicia el inciso segundo del artículo 477 del Código del Trabajo, se refiere a las multas que se aplican en conformidad al inciso primero de este mismo artículo, o sea, por infracciones a este Código y a sus leyes complementarias que no tengan señalada una sanción especial.





- La Comisión aprobó el Nº9, con la modificación consignada precedentemente, por la unanimidad de los miembros presentes, HH. Senadores señores Calderón, Prat, Ruiz De Giorgio y Urenda. 

Número 10.

(Pasa a ser número 8)





Agrega un artículo 483, nuevo, al Código del Trabajo.





Esta disposición obliga a todas las personas que contraten los servicios materiales o intelectuales de terceros, que estén sujetas a la fiscalización de la Dirección del Trabajo y que tengan cinco o más dependientes, a dar cuenta del extravío, robo o hurto de los instrumentos que señala el artículo 31 del decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1967, que el empleador esté obligado a mantener en el lugar de trabajo, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes al acaecimiento de los hechos. En caso de que el Inspector del Trabajo requiera estos documentos, el empleador no podrá invocar su pérdida, si no hubiera informado previamente del hecho.





Vuestra Comisión estimó necesario introducir modificaciones a la norma propuesta, en primer término para asegurar que efectivamente el empleador dispondrá del plazo suficiente para dar cuenta del extravío, robo o hurto de la documentación pertinente y, además, que dicho plazo se contará desde que tuvo o debió tener conocimiento de tales hechos.





En segundo lugar, se dió una nueva redacción a la oración final de esta disposición a fin de precisar que el impedimento para el empleador de poder invocar la pérdida de documentos no se produce por el sólo requerimiento del Inspector del Trabajo, sino por no haber dado cumplimiento dentro de plazo a la obligación de dar cuenta del extravío, robo o hurto de los documentos correspondientes, y que sólo en dicha circunstancia no procederá el que se invoque los señalados hechos.





- La Comisión aprobó el Nº 10 del artículo 1º, por la unanimidad de sus miembros, HH. Senadores señores Calderón, Prat, Ruiz De Giorgio, Thayer y Urenda, con las modificaciones reseñadas, consignadas en el texto que se propone en su oportunidad.

Artículo segundo.-





Establece que el artículo 1º de esta iniciativa de ley, empezará a regir 90 días después de la fecha de publicación de la ley en el Diario Oficial.





El Honorable Senador señor Prat solicitó a la representante del Ejecutivo explicitar las razones por las que se propone una vigencia diferida de 90 días para las normas del artículo 1º del proyecto.





La Directora del Trabajo señaló que el Ejecutivo tuvo en cuenta la conveniencia de permitir el debido conocimiento de la normativa aprobada antes de su aplicación y, además, permitir a la Dirección del Trabajo preparar adecuadamente al ente público, con el objeto de que su personal cumpla eficientemente los cometidos que les corresponderán.





- La Comisión aprobó el artículo 2º, por la unanimidad de sus miembros, HH. Senadores señores Calderón, Prat, Ruiz De Giorgio, Thayer y Urenda.

Artículo tercero.-





Prescribe que las resoluciones de multas administrativas dictadas por la Dirección del Trabajo, se regirán por lo dispuesto en el nuevo inciso segundo del artículo 477, descrito en su oportunidad, si a la fecha de publicación de la ley en proyecto, la Dirección del Trabajo no hubiere iniciado su cobro judicial.





La señora Directora del Trabajo señaló que el objetivo de esta disposición es dar vigencia inmediata al nuevo concepto de reincidencia, salvo los casos en que a la fecha de publicación de la ley ya se hubiere iniciado el cobro judicial de la multa administrativa.





Vuestra Comisión estimó que la redacción de esta norma puede dar lugar a distintas interpretaciones - entre las que se encuentra la señalada por la señora Directora -, respecto a la aplicación de lo dispuesto en el nuevo inciso segundo del artículo 477 del Código del Trabajo, que se sustituye por uno de los numerales del artículo 1º del proyecto, toda vez que el artículo 2º de esta iniciativa de ley preceptúa que el aludido artículo 1º regirá noventa días después de la publicación de la ley en el Diario Oficial. Además, esta vigencia diferida permitirá un adecuado conocimiento de las nuevas disposiciones legales.





- En virtud de lo expuesto, la Comisión rechazó el artículo 3º, por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señores Calderón, Prat, Ruiz De Giorgio y Urenda.

o o o





El Ejecutivo presentó una indicación para incorporar al proyecto un artículo cuarto, nuevo, que agrega un inciso final al artículo 43 del decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1967, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, con el objeto de facultar al Director del Trabajo para autorizar que los certificados que deben obtener los contratistas de obras fiscales o municipales, a fin de acreditar que no tienen reclamos pendientes por remuneraciones de su personal, se otorguen por la Inspección del Trabajo del domicilio del contratista y tengan vigencia respecto de todas las faenas de la empresa requirente, cualesquiera sea el lugar en que se encuentre.





El inciso segundo del artículo 43 del citado decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1967, establece que estos certificados se expiden por la Inspección del Trabajo en que estén ubicadas las faenas correspondientes.





La Directora del Trabajo manifestó que la norma propuesta permitirá que los aludidos certificados se puedan otorgar con vigencia para todas las faenas de la empresa requirente, solucionando así una situación que venía siendo planteada por la Cámara Chilena de la Construcción.





- Se aprobó por la unanimidad de los miembros de la Comisión, HH. Senadores señores Calderón, Prat, Ruiz De Giorgio, Thayer y Urenda.

o o o





El Ejecutivo presentó una indicación para agregar un artículo transitorio al proyecto, con el siguiente texto:





"Se concede a todos los empleadores con deudas impagas por concepto de multas administrativas cursadas por los Inspectores del Trabajo, en el ejercicio de sus facultades, reclamadas o no ante el Juzgado del Trabajo, un plazo fatal de 90 días, a contar de la fecha de publicación de la presente Ley en el Diario Oficial, para pagar su monto, al valor de la Unidad Tributaria Mensual a la fecha de la dictación de la resolución que aplicó la multa respectiva, quedando condonados los reajustes e intereses.".





- Fue aprobado, unánimemente, con modificaciones de carácter formal, por los miembros de la Comisión, HH. Senadores señores Calderón, Prat, Ruiz De Giorgio, Thayer y Urenda, sin perjuicio de la competencia de la Comisión de Hacienda.

-----------





Consecuencialmente con los acuerdos expuestos vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene a honra proponeros la aprobación del proyecto en informe, con las siguientes modificaciones:

Artículo primero
Número 2, 3 y 4





Suprimirlos.

o o o





Consultar como número dos, nuevo, el siguiente:





"2. Sustitúyese el artículo 190, por el siguiente:





"Artículo 190.- Los Servicios de Salud fijarán en cada caso las reformas o medidas mínimas de higiene y seguridad que los trabajos y la salud de los trabajadores aconsejen. Para este efecto podrán disponer que funcionarios competentes visiten los establecimientos respectivos en las horas y oportunidades que estimen conveniente, y fijarán el plazo dentro del cual deben efectuarse esas reformas y medidas.".".

o o o





Incorporar como número tres, nuevo, el que sigue:





"3.- Reemplázase el artículo 191, por el siguiente:





"Artículo 191.- Las disposiciones de los tres artículos anteriores se entenderán sin perjuicio de las facultades de fiscalización que en la materia corresponden a la Dirección del Trabajo.





Para los efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, constituye facultad de fiscalización de la Dirección del Trabajo, en materia de higiene y seguridad, impartir las instrucciones que importen la reforma o el establecimiento de medidas mínimas para que las máquinas, instalaciones, equipos e instrumentos de trabajo cumplan con las normas técnicas de seguridad correspondientes, pudiendo además, cursar multas cuando se constate infracción por negligencia inexcusable o rebeldía a cumplir las instrucciones impartidas por funcionario competente. Podrá además, en uso de su función, prestar orientación para prevenir o reducir riesgos que afecten la vida, integridad física, salud o bienestar de los trabajadores en los centros, obras o puestos de trabajo.





Cada vez que uno de los servicios facultados para fiscalizar materias de higiene y seguridad, se constituya en visita inspectiva en un centro, obra o puesto de trabajo, excluirá a los demás, los que deberán abstenerse de intervenir, salvo que por la especialidad o especificidad de la materia inspeccionada, el que hubiera prevenido requiera expresamente la emisión de informes o una inspección de otro u otros órganos con competencia en la materia.





Lo dispuesto en los incisos anteriores, es sin perjuicio de las facultades del Presidente de la República para dictar los reglamentos que fijen las normas para la coordinación en el ejercicio de las competencias de los órganos administrativos a que se refiere el presente Título.".".

o o o

Número 5





Pasa a ser número 4, con las siguientes enmiendas al artículo 373 bis, que por este numeral se incorpora:

Inciso primero





Agregar la siguiente oración, a continuación del punto final (.), que pasa a ser punto seguido (.): "Dicha solicitud deberá presentarse por escrito.".

Inciso segundo





Adicionar la siguiente oración, a continuación del punto final (.) que pasa a ser punto seguido (.): "En ningún caso el Inspector del Trabajo podrá formular un proyecto alternativo o nuevas formulas de acuerdo.".

Inciso tercero, nuevo





Intercalar como tal el que sigue:





"No obstante lo anterior, en la primera citación, el Inspector deberá dar a conocer a las partes el texto de los artículos 352 y 355 e instarlas a la utilización de alguno de los medios de solución de conflictos en ellos contenidos. Para tal efecto, deberá también acompañar la nómina del cuerpo arbitral a que alude el artículo 359.".

Inciso tercero





Pasa a ser inciso cuarto, sin enmiendas.

Número 6





Pasa a ser número 5, reemplazando el término "conciliación" por la expresión "buenos oficios".

Número 7.





Suprimirlo.

Número 8





Pasa a ser número 6, sustituido por el siguiente: 





"6. Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, al artículo 476: 





"Los funcionarios públicos deberán informar a la Inspección del Trabajo respectiva, las infracciones a lo dispuesto en el presente Código de que tomen conocimiento en el ejercicio de su cargo.





Las notificaciones que realice la Dirección del Trabajo se efectuarán por carta certificada, dirigida al domicilio que las partes hayan fijado en el contrato de trabajo, o en el instrumento colectivo o proyecto de instrumento cuando se trate de actuaciones relativas a la negociación colectiva. La notificación se entenderá practicada al sexto día hábil contado desde la fecha de su recepción por la oficina de Correos respectiva, de lo que deberá dejarse constancia por escrito.".".

Número 9





Pasa a ser número 7, reemplazando en el inciso segundo del artículo 477, que se sustituye por este número, la expresión "de la misma naturaleza" por "a la misma disposición".

Número 10





Pasa a ser número 8, reemplazado por el siguiente:



"8. Agrégase el siguiente artículo 483, nuevo:





"Artículo 483.- Toda persona que contrate los servicios intelectuales o materiales de terceros, que esté sujeta a la fiscalización de la Dirección del Trabajo y que tenga 5 o más dependientes, deberá dar cuenta a la Inspección del Trabajo correspondiente dentro de los dos días hábiles siguientes a que conoció o debió conocer del extravío, robo o hurto de los instrumentos determinados en el artículo 31 del decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1967, que el empleador está obligado a mantener en el lugar de trabajo. El empleador que no cumpliere con lo anterior no podrá invocar la pérdida de documentos si fueren requeridos por el Inspector del Trabajo.".".

Artículo tercero





Suprimirlo.

o o o

Artículo tercero, nuevo





Consultar como tal el que sigue:





"Artículo tercero.- Agrégase el siguiente inciso final al artículo 43 del decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1967, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social:





"El Director del Trabajo estará facultado para autorizar que los certificados a que se refiere este artículo, expedidos por la Inspección del Trabajo del domicilio del contratista, tengan vigencia respecto de todas las faenas de la empresa requirente, cualesquiera sea el lugar en que se desarrollen. Esta facultad podrá delegarla en el Inspector del Trabajo.".

o o o





A continuación, agregar como artículo transitorio, nuevo, el siguiente:





"Artículo transitorio.- Concé-dese a todos los empleadores con deudas impagas por concepto de multas administrativas cursadas por los Inspectores del Trabajo, en el ejercicio de sus facultades, reclamadas o no ante los Juzgados del Trabajo, un plazo máximo de 90 días, a contar de la fecha de publicación de la presente ley, para pagar su monto, al valor de la unidad tributaria mensual a la fecha de dictación de la resolución que aplicó la multa respectiva, quedando condonados los reajustes e intereses.".

--------





En virtud de las modificaciones anteriores el proyecto de ley queda como sigue:


PROYECTO DE LEY:

" Artículo primero.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código del Trabajo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado, fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1994, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social: 


1. Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo, al artículo 184:


"Corresponderá también a la Dirección del Trabajo fiscalizar el cumplimiento de las normas de higiene y seguridad en el trabajo, sin perjuicio de las facultades conferidas a otros servicios del Estado en virtud de las leyes que los rigen.". 


2.- Sustitúyese el artículo 190, por el siguiente:


"Artículo 190.- Los Servicios de Salud fijarán en cada caso las reformas o medidas mínimas de higiene y seguridad que los trabajos y la salud de los trabajadores aconsejen. Para este efecto podrán disponer que funcionarios competentes visiten los establecimientos respectivos en las horas y oportunidades que estimen conveniente, y fijarán el plazo dentro del cual deben efectuarse esas reformas o medidas.".


3.- Reemplázase el artículo 191, por el siguiente:


"Artículo 191.- Las disposiciones de los tres artículos anteriores se entenderán sin perjuicio de las facultades de fiscalización que en la materia corresponden a la Dirección del Trabajo.


Para los efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, constituye facultad de fiscalización de la Dirección del Trabajo, en materia de higiene y seguridad, impartir las instrucciones que importen la reforma o el establecimiento de medidas mínimas para que las máquinas, instalaciones, equipos e instrumentos de trabajo cumplan con las normas técnicas de seguridad correspondientes, pudiendo además, cursar multas cuando se constate infracción por negligencia inexcusable o rebeldía a cumplir las instrucciones impartidas por funcionario competente. Podrá además, en uso de su función, prestar orientación para prevenir o reducir riesgos que afecten la vida, integridad física, salud o bienestar de los trabajadores en los centros, obras o puestos de trabajo.


Cada vez que uno de los servicios facultados para fiscalizar materias de higiene y seguridad, se constituya en visita inspectiva en un centro, obra o puesto de trabajo, excluirá a los demás, los que deberán abstenerse de intervenir, salvo que por la especialidad o especificidad de la materia inspeccionada, el que hubiere prevenido requiera expresamente la emisión de informes o una inspección de otro u otros órganos con competencia en la materia.


Lo dispuesto en los incisos anteriores, es sin perjuicio de las facultades del Presidente de la República para dictar los reglamentos que fijen las normas para la coordinación en el ejercicio de las competencias de los órganos administrativos a que se refiere el presente Título.".


4. Incorpórase el siguiente artículo 373 bis:


"Artículo 373 bis.- Dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes de acordada la huelga,  sin que se haya recurrido a mediación o al arbitraje voluntario, cualquiera de las partes podrá solicitar al Inspector del Trabajo competente la interposición de sus buenos oficios para facilitar el acuerdo entre ellas y obtener el término de la negociación colectiva. Dicha solicitud deberá presentarse por escrito.


En el desempeño de su cometido, el Inspector del Trabajo podrá citar a las partes, en forma conjunta o separada, cuantas veces estime necesario, con el objeto de acercar posiciones y facilitar el establecimiento de bases de acuerdo para la suscripción del contrato colectivo. En ninigún caso el Inspector del Trabajo podrá formular un proyecto alternativo o nuevas fórmulas de acuerdo.


No obstante lo anterior, en la primera citación, el Inspector deberá dar a conocer a las partes el texto de los artículos 352 y 355 e instarlas a la utilización de alguno de los medios de solución de conflictos en ellos contenidos. Para tal efecto, deberá también acompañar la nómina del cuerpo arbitral a que alude el artículo 359.


Transcurridos cinco días desde que fuere solicitada su intervención, sin que las partes hubiesen llegado a un acuerdo, el Inspector del Trabajo dará por terminada su labor y el proceso de negociación continuará de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 374.".


5.  Sustitúyese el inciso primero del artículo 374, por el siguiente: 


"Acordada la huelga, o concluido el procedimiento de buenos oficios del artículo anterior,  aquélla deberá hacerse efectiva al inicio de la respectiva jornada del tercer día siguiente a la fecha de su aprobación o de conclusión del citado procedimiento, según el caso. Este plazo podrá prorrogarse por acuerdo de las partes, hasta por otros diez días.". 


6. Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, al artículo 476: 


"Los funcionarios públicos deberán informar a la Inspección del Trabajo respectiva, las infracciones a lo dispuesto en el presente Código de que tomen conocimiento en el ejercicio de su cargo.


Las notificaciones que realice la Dirección del Trabajo se efectuarán por carta certificada, dirigida al domicilio que las partes hayan fijado en el contrato de trabajo, o en el instrumento colectivo o proyecto de instrumento cuando se trate de actuaciones relativas a la negociación colectiva. La notificación se entenderá practicada al sexto día hábil contado desde la fecha de su recepción por la oficina de Correos respectiva, de lo que deberá dejarse constancia por escrito.".


7. Sustitúyese el inciso segundo del artículo 477, por el siguiente: 


"Estas multas se duplicarán en caso de reincidencia dentro de un período no superior a doce meses. Constituirá reincidencia el hecho de volver a incurrir el empleador en una infracción a la misma disposición dentro del plazo mencionado y la circunstancia de persistir una vez evacuados todos los recursos administrativos y judiciales  o vencidos los  términos para  interponerlos, en el incumplimiento que dio origen a la anterior sanción en igual período.".


8. Agrégase el siguiente artículo 483, nuevo:


"Artículo 483.- Toda persona que contrate los servicios intelectuales o materiales de terceros, que esté sujetas a la fiscalización de la Dirección del Trabajo y que tenga 5 o más dependientes, deberá dar cuenta a la Inspección del Trabajo correspondiente dentro de los dos días hábiles siguientes a que conoció o debió conocer del extravío, robo o hurto de los instrumentos determinados en el artículo 31 del decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1967, que el empleador está obligado a mantener en el lugar de trabajo. El empleador que no cumpliere con lo anterior no podrá invocar la pérdida de documentos si fueren requeridos por el Inspector del Trabajo.".


Artículo segundo.- El artículo primero de la presente ley empezará a regir 90 días después de la fecha de su publicación en el Diario Oficial.


Artículo tercero.- Agrégase el siguiente inciso final al artículo 43 del decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1967, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social:


"El Director del Trabajo estará facultado para autorizar que los certificados a que se refiere este artículo, expedidos por la Inspección del Trabajo del domicilio del contratista, tengan vigencia respecto de todas las faenas de la empresa requirente, cualesquiera sea el lugar en que se desarrollen. Esta facultad podrá delegarla en el Inspector del Trabajo.".


Artículo transitorio.- Concédese a todos los empleadores con deudas impagas por concepto de multas administrativas cursadas por los Inspectores del Trabajo, en el ejercicio de sus facultades, reclamadas o no ante los Juzgados del Trabajo, un plazo máximo de 90 días, a contar de la fecha de publicación de la presente ley, para pagar su monto, al valor de la unidad tributaria mensual a la fecha de dictación de la resolución que aplicó la multa respectiva, quedando condonados los reajustes e intereses.".

--------





Acordado en sesiones celebradas los días 3, 9, 16, 17 y 30 de mayo, 6 y 13 de junio, de 1995, con asistencia de los Honorables Senadores señores Rolando Calderón Aránguiz (Presidente), Francisco Prat Alemparte (Ignacio Pérez Walker y Sergio Romero Pizarro), José Ruiz De Giorgio (Presidente accidental), William Thayer Arteaga y Beltrán Urenda Zegers.





Sala de la Comisión, a 19 de junio de 1995.





MARIO LABBE ARANEDA

                         Secretario

